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NOTICIA DE LIBROS

E. Aja, J. Tornos, T. Font, J. M. PERULLES y E. ALBERTI, El sistema juri-
dico de las Comunidades Auténomas, Madrid, Ed. Tecnos, 1986, 476 ps.

La contribucion doctrinal a la configuracién del estado autondmico: una obra

paradigmitica.

Esta obra tiene como causa préxima
la imparticién por los autores de un
curso de profesores en la Facultad de
Derecho del Estudi General de Lleida
durante el primer cuatrimestre de
1985, en el que se realizé una exposi-
cién y estudio sistemdtico e interdis-
ciplinar del Derecho de las Comunida-
des Auténomas. Asi, el primer rasgo
significativo de la obra es su cardcter
colectivo, del que se derivan una serie
de elementos positivos que la caracteri-
zan: su riqueza temdtica de enfoque, la
visién plural del sistema global de las
Autonomias sometido a debate y estu-
dio y la especializacién en el tratamien-
to de cada cuestién concreta objeto de
andlisis. Todo ello sin pérdida ninguna
de coherencia interna, y logrando como
resultado un conjunto general homo-
géneo y no una mera yuxtaposicién de
especialidades.

Acerca de la ubicacién temdtica de
la obra en el marco general de la doc-

trina iuspublicista sobre las autono-
mias territoriales en Espaiia, se ha de
decit que aquélla responde a un and-
lisis global del entero sistema autond-
mico, propio de la calificada por Gar-
cia de Enterria,' «segunda generacién»
en la literatura juridica sobre nuestro
Estado de las Autonomias. Y, sin em-
bargo, aparece temporalmente cuando
esa perspectiva analitica parecia ya su-
perada, lo cual podrfa haber dificulta-
do su satisfactoria recepcién en el 4m-
bito de los estudiosos sobre nuestra
forma de Estado compuesto. Pero el
resultado niega la eventual posibilidad
de ese riesgo: esta obra goza desde el
mismo momento de su aparicién de
lugar propio y privilegiado entre nues-
tra doctrina y de algiin modo su ges-
tacién era necesaria, incluso esperada,
pues viene a llenar en cierto sentido
una laguna existente —a pesar de la
enormidad cuantitativa de la literatu-
ra que ha tomado como objeto de es-

1. Véase su Prélogo a la obra de A. Jiménez Blanco: «Las relaciones de funcionamiento
entre el Poder Central y los Entes Territoriales, Supervisién, Solidaridad, Coordinacién», Ma-

drid, Ed. IEAL, 1985.
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tudio el modelo constitucional de orga-
nizacién territorial del Estado —con
la novedosa perspectiva de visién que
su contenido nos abre.

¢En qué consiste esa nueva perspec-
tiva? En el planteamiento de una alter-
nativa plena y decidida frente al actual
desarrollo estatal y comunitario del sis-
tema autonémico disefiado por la
Constitucién y los Estatutos, que nos
ofrece la interpretacién global de nues-
tra forma de Estado pluralista territo-
rial contenida en la obra. Justamente
en esta perspectiva con pretensiones
innovadoras e imaginativas, de consti-
tuirse en valida alternativa juridica
—derivada del propio marco constitu-
cional, y hasta exigida por él— frente
al desarrollo autondmico restrictivo
efectuado durante el primer lustro y
medio de vigencia de nuestra Carta
fundamental, descansa el aspecto esen-
cial de contribucién doctrinal a la cons-
truccién del Estado de las Autonomias
que esta obra lleva inmersa. Aqui se
encuentra su aportacién principal y
esencial, que la hace indispensable ya
para poder acercarse al conocimiento
de los pilares que sostienen y rigen la
joven estructura de nuestro Estado
compuesto y pluralista, y al mismo
tiempo la va a convertir muy pronto
en un cldsico de la literatura espafio-
la en materia de autonomias territo-
riales.

El contenido de la obra se halla es-
tructurado en una divisién de cinco
partes, cada una de las cuales viene
dedicada al estudio de un aspecto esen-
cial del sistema de las Comunidades
Auténomas. Asi: los elementos gene-
rales —Derecho comparado, la tradi-
cién histdrica espafiola, la naturaleza,
construccién y principios rectores, y
el sistema de fuentes—, la distribu-
cién de competencias —critetios ge-

nerales y tipologia competencial, asf
como las transferencias de servicios—,
las instituciones, la financiacién y, fi-
nalmente, las relaciones entre el Esta-
do y las Autonomias y de éstas entre

" si. Detengdmonos en el comentario se-

parado de cada una de eilas.

12 La clarificacién de la naturale-
za «abstracta» de nuestro Estado Au-
tondmico exige previamente, cuando
menos, un somero andlisis de los siste-
mas de Estado compuesto existentes
en el Derecho comparado: los Esta-
dos federales y regionales. Asi se hace
en la obra. Tras una visién sintética de
la formacién histérica de estos siste-
mas, se contempla la reciente evolu-
ci6n del federalismo —basado clésica-
mente en el principio de separacién
entre Federacion y Estados miem-
bros— hacia férmulas cooperativas
—el llamado federalismo cooperati-
vo—, haciendo hincapié sobre todo
en las técnicas de articulacién y desa-
rrollo de la relacién de cooperacién,
asi como en los problemas y peligros
derivados de la nueva concepcién del
federalismo: de ahi surge la tendencia
limitadora de los mecanismos coope-
rativos, que nos pone en la necesidad
de plantear la pregunta: guna vuelta
a la separacién? De este primer acer-
camiento a la realidad de la diversa
tipologia —pero, a la vez, igualdad de
fundamento— del Estado compuesto
en Derecho comparado se extraen sus
principales elementos caracterizadores:
la existencia de un sistema constitucio-
nal de distribucién de competencias,
de un tribunal que resuelve los conflic-
tos sobre aquéllas, de una Cédmara Alta
representativa de los Estados o Regio-
nes y la participacién de los Estados
en la reforma constitucional, para, fi-
nalmente, llegar a conceptuar el Esta-
do compuesto en base al reconoci-
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miento constitucional de una plurali-
dad territorial de poder politico, supe-
rando de esta manera la dicotomia Es-
tado Federal/Estade Regional para es-
tablecerla mds certeramente entre el
Estado Compuesto y el Estado Uni-
tario.

Cumplimentado el imprescindible
requisito de visionar las experiencias,
histéricas y presentes, de la distribu-
cién territorial del poder politico en
el Derecho comparado, la atencién de
los autores se centra ya en la realidad
espafiola. El primer paso sobre ella
estd marcado por la consolidacién evo-
lutiva de la organizacién politico-admi-
nistrativa centralista y los efimeros in-
tentos descentralizadores. El mayor
avance de entre estos tltimos vino a
constituirlo la experiencia de la IT Re-
publica basada en el texto normativo
fundamental de 1931, el cual ha pervi-
vido en parte —tras un largo periodo
aconstitucional— con el renacer del
sistema democrdtico plasmado juridi-
camente en nuestra joven, pero madu-
ra, ley de leyes vigente: la Constitu-
cién de 1978. La semejanza de ambos
textos normativos en punto a la orga-
nizacién territorial del Estado es clara
y asi lo ha visto la totalidad de la doc-
trina. A ella se suma esta nueva obra.

El estudio de la gestacién de la
Constitucién resulta de gran importan-
cia en la materia autondmica; asi se
deduce del texto que al respecto pone
el indice en la indisoluble implicacién
que para los constituyentes existia en-
tre democracia y descentralizacién.
Igualmente, la experiencia de las pre-
autonomias, la cual contribuyé en gran
medida a facilitar la transicién del Es-

tado centralista al Estado autonémico,
coadyuvando al mismo tiempo a la for-
macién de éste: el «apunte» casi defi-
nitivo del mapa autondmico que la
Constitucién renuncié a disenar, el
avance de los problemas principales
que podrian surgir en la concrecién de
las Comunidades Auténomas, la con-
fguracién de las lineas generales del
sistema institucional de las ccaa, asf
como la generalizacién de la idea del
autogobierno regional, constituyeron
todos ellos elementos fundamentales
que evitaron conflictividad en la rdpida
evolucién hacia el nuevo tipo de Esta-
do descentralizado derivado de la
Constitucion.

La declaracién del art. 2 de nuestra
notma suprema constituye el funda-
mento de toda la articulacién del ente-
1o sistema de organizacién territorial
del Estado. La diseccién analitica del
precepto resulta, pues, trascendental
para la comprensién de la naturaleza
de nuestro Estado compuesto. En este
libro, esa tarea conduce a un novedoso
resultado interpretativo, pero con base
en alguna jurisprudencia constitucio-
nal. De aquel precepto se deduce el
llamado principio autonémico, el cual
se halla integrado por dos elementos
indisociables: unidad y autonomia. La
autonomia se concibe como capacidad
de autogobierno y poder politico de
las ccaa, de donde ——segin se afir-
ma— éstas gozan de poder estatal?
compartido con la instancia central
—el Estado (aparato)}— segin las re-
glas y criterios materiales y formales
del sistema de distribucién de compe-
tencias. Asi, pues, las ccaa son instan-
cias territoriales de naturaleza estatal,
por lo que se ha de combatir —asi se

2. La expresién «poder estatal» no es afortunada debido a la confusidn que provoca con

¢l término «Estado» y su use anfibolégico.
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hace en el texto— cierta interpreta-
cién que lleva a afirmar una posicién
de superioridad del Estado respecto a
la defensa del interés general, si con-
duce a la monopolizacién de este inte-
rés general por aquella instancia cen-
tral. En la irrenunciable defensa de la
igualdad juridico-constitucional de la
posicién de ccaa y Estado se halla uno
de los puntos claves de toda la inter-
pretacién seguida en esta obra.

El contrapunto indisociable de la au-
tonomia es la unidad, entendida como
integracién de la pluralidad de centros
de decisién politica en una unidad es-
tatal arménica. Esta funcién de inte-
gracion se cumple a través de diversos
mecanismos y técnicas presentes en
nuestro sistema autondmico: princi-
pios de integracién constitucional, téc-
nicas de integracién competencial y
mecanismos de seguridad. Los princi-
pios de integracién constitucional, pre-
vistos explicitamente en la Constitu-
cién, afectan por igual al Estado y a las
CCAA, y su virtualidad reside en la
creacién de un régimen juridico-cons-
titucional y econémico unitario. Sor.
los siguientes:

1. Principio de solidaridad, que es
analizado por los autores en su doble
vertiente, negativa y positiva, otorgan-
dole una significacién de corte federa-
lista, paralela a la de la «Bundestreue»
alemana.

2. Principio de igualdad entre
ccaa, referido a su posicién juridico-
constitucional, y situdndose en un
equilibrio entre homogeneidad y di-
versidad.

3. Principio de homogeneidad po-
litico-constitucional de las ccaa, ex-
traido de una interpretacidén extensiva
del art. 152 de la Constitucién a la
luz de la experiencia del desarrollo
autondémico.,

4. Principio de igualdad de dere-
chos y obligaciones de los ciudadanos,
en cuanto a su séafus juridico-constitu-
cional bdsico, que actiia como limite
negativo a la accién de los poderes
autonémicos (arts. 139.1 y 149.1.1 de
la Constitucién).

3. Principio de unidad de mer-
cado, deducido interpretativamente a
partir del art. 139.2 de la norma supre-
ma, e igualmente como limite nega-
tivo al ejercicio de los poderes de Jas
ccaa: principio fundamental para ase-
gurar el funcionamiento de un Estado
COmpuesto cuyo asentamiento concre-
to en nuestro ordenamiento constitu-
cional se halla mds alld del art. 139.2
citado y hasta de forma implicita, en
todo el sistema econdmico territorial
disefiado por aquél.

Visto el andlisis juridico-constitucio-
nal de cada uno de estos principios, ca-
bria preguntarse criticamente si resul-
ta equilibrada la ubicacién de todos
ellos bajo un mismo prisma. Por otra
parte, ¢no es desigual su desarrollo?,
y ¢no aparece —en definitiva— un
tanto artificiosa la «homogeneizacién»
de estos principios bajo la tnica rdbri-
ca de «integracién constitucional»? No
obstante, estas posibles objeciones son
meramente formales, de sistematici-
dad, pues el contenido sustantivo que
se otorga a cada uno de aquellos prin-
cipios de «integracién constitucional»
es plenamente correcto.

Por tltimo, dentro del capitulo de-
dicado a la naturaleza y construccién
del Estado Autonémico, se analiza la
existencia y el alcance del llamado
«principio dispositivo» en nuestro or-
denamiento, a través de una excelente
exposicién —muy sistemdtica y escla-
recedora— de las vias de acceso a la
autonomia y de los procedimientos de
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elaboracién y aprobacién de los Esta-
tutos, aspectos éstos que hoy —tras
la generalizacidn y consolidacién insti-
tucional de las diversas ccaa— re-
sultan secundarios, pero cuyo trata-
miento es titil para entender la signifi-
cacién constitucional del citado princi-
pio dispositivo.

El dltimo capftulo de esta primera
parte estd referido al sistema norma-
tivo propio de las ccaa, a su sistema
de fuentes. En primer lugar, se afirma
la vinculacién de las normas autond-
micas con el ordenamiento estatal, re-
lacién que se actiia a través del Esta-
tuto. Igualmente, la existencia de una
relacion jerdrquica interna de las nor-
mas autondmicas entre si, asi como la
relacién competencial —principio de
competencia— con las normas del Es-
tado. Seguidamente se pasa al anélisis
particularizado de la tipologia norma-
tiva autondémica en el orden derivado
del rango jerdrquico de cada fuente:

® El Estatuto de Autonomia, del
que se destaca su doble naturaleza
como ley estatal formal (ley orgdnica)
y norma institucional bdsica de cada
c.A. También su caricter paccionado
—nota diferenciable en grado segin
el procedimiento de aprobacién segui-
do: arts. 146 y 151 de la Constitu-
cidn—, su subordinacién a la Consti-
tucién, y su superioridad jerdrquica
respecto a las leyes estatales, incluso
las orgdnicas, dada la especial rigidez
estatutaria, y respecto a las autoné-
micas.

® [eyes Autondmicas, fuente nor-
mativa posible de todas las ccaa, tras
la generalizacién de la potestad legis-
lativa, conseguida tras superar la ini-
cial ambigiiedad constitucional. Su re-
lacién con la ley estatal se articula a
través del principio de competencia,
diferencidndose de ella respecto de sus

dmbitos material y territorial, La igual-
dad de valor y rango con la ley del Es-
tado permite afirmar que la reserva
legal prevista constitucionalmente pue-
de ser perfectamente cubierta por la
ley autonémica. Finalmente, respecto
de los Decretos Legislativos y Decre-
tos-Leyes, sélo se prevé estatutaria-
mente la primera figura, y sélo la Co-
munidad Auténoma Vasca ha admitido

la segunda a través de la ley regional
17/1983.

® Reglamentos Autondmicos: a
ellos son trasladables los principios ge-
nerales de la Constitucién que se re-
fieren a este tipo de normas. Su 4mbi-
to material de regulacién estd marcado
por el principio de reserva de ley, y
por la delimitacién competencial Esta-
do/ccaa, pudiendo éstas emanar re-
glamentos Gnicamente en los supuestos
en que ostenten la legislacién exclusi-
va, o bien ¢l desarrollo de bases esta-
tales, asi como para ejercitar su potes-
tad organizativa. Respecto del régimen
juridico, la obra hace especial hincapié
en la peculiar potestad reglamentaria
de las Asambleas legislativas de las
CCAA uniprovinciales, y en cuanto al
control, se destaca la confusién exis-
tente de vias jurisdiccionales para la
fiscalizacién de reglamentos autonémi-
cos: la contencioso-administrativa y la
constitucional, ofreciéndose un criterio
delimitador de sus respectivas compe-
tencias siguiendo la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional.

2.* Esta parte estd dedicada al es-
tudio de la distribucién de competen-
cias, tema capital del cual depende la
concrecidn precisa del autogobierno de
las Comunidades auténomas. En un
primer capitulo se analizan los crite-
rios generales de la distribucién de
competencias, en el que tras una sucin-



282 AUTONOMIES-4

ta referencia a los modelos compara-
dos, se asienta el principio dispositivo
como principio constitucional bdsico
en la materia. El sistema espanol de
distribucién competencial estd basado
en una doble lista, cuya distinta sig-
nificacién y relevancia se hacen paten-
tes —en coincidencia con el sentir ma-
yoritario de la doctrina—, en la atribu-
cibn estatutaria de potestades a las Co-
munidades Auténomas —destacindo-
se la homogeneizacién en dos grados
de contenidos competenciales alcanza-
dos—, y en una cldusula de cierre deci-
sotia del destino de las competencias
llamadas residuales. En punto a la ti-
pologia de las competencias comunita-
rias y su clasificacién, la obra contiene
un loable intento de clarificacién del
concepto de competencia exclusiva a la
luz de las formulaciones doctrinales y
jurisprudenciales. Asimismo, resulta
muy til y esclarecedora la sistemati-
zacién de los diversos tipos de com-
petencias resultantes de la Constitu-
cién y de los Estatutos. Desde la pers-
pectiva material de la competencia hay
que Jamentar la falta de profundiza-
cién sobre los concretos dmbitos y sec-
tores materiales respecto de los que
las ccaa han asumido potestades en
sus respectivos estatutos. No obstante,
si se citan las principales reglas inter-
pretativas que en esta cuestién ha
puesto en juego el Tribunal Consti-
tucional.

Este sistema de distribucién com-
petencial descrito estd necesitado de
articulacién para lograr dar coherencia
a la pluralidad de ordenamientos, y
permitir la eficacia de las diversas Ad-
ministraciones Pablicas. Para ello, se
actGan diversas férmulas y mecanis-
mos: los principios constitucionales, el
doble cardcter de los Estatutos de Av-
tonomia, y los principios de prevalen-
cia —como regla temporal de conflicto,

que refuerza el régimen de suspensio-
nes a favor del Estado—, y supletorie-
dad del derecho estatal —llave de cie-
rre de la relacién entre ordenamien-
tos—. Respecto de estos dos tdltimos
principios, es muy acertada la interpre-
tacién hecha por los autores, ajustdn-
dola al verdadero sentido de la Consti-
tucién, e impidiendo una depreciacién
o minusvaloracién del sistema de dis-
tribucién competencial, reforzando la
posicién de las autonomias territo-
riales.

El papel esencial y preponderante
que en la delimitacién de los 4mbitos
competenciales respectivos del Estado
y las ccaa juega el Tribunal Constitu-
cional no deja de ser tenido en cuenta
en esta obra, donde se analiza su com-
pleta jurisprudencia en la materia, de
la que se extraen tanto las reglas bi-
sicas interpretativas utilizadas por el
Alto Tribunal, como los limites gene-
rales establecidos respecto al ejercicio
de las competencias.

La distribucién competencial se cie-
rra con una referencia a las implica-
ciones de nuestro ingreso en la Comu-
nidad Europea. La interpretacién del
alcance que el ingreso del Estado espa-
fiol en las Comunidades Europeas tie-
ne sobre la atribucién constitucional y
y estatutaria de poderes al Estado y a
las Comunidades Auténomas es correc-
ta, si bien en un principio la cuestién
aparece planteada desplazada de sus
propics limites, pues se llega a hablar
de «ruptura del sistema constitucio-
nal de distribucién interna de compe-
tencias», Debe entenderse que no se
produce una verdadera afectacién en el
sistema de distribucién competencial,
pues el ingreso en la Comunidad Eu-
ropea no supone un nuevo treplantea-
miento de la relacién bilateral interna
de reparto de poderes entre Estado y
Comunidades Auténomas, sino tan
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sdlo un vaciamiento de sus respectivas
esferas de atribuciones en favor de las
Instituciones supranacionales en razén
de las materias de competencia de es-
tas tiltimas definidas en los Tratados
Comunitarios. Sin embatgo, tras el de-
senfocado planteamiento inicial —mds
de expresidn formal que de fondo, hay
que suponer— los autores llegan a la
misma conclusién: «No hay una mu-
tacion general del sistema estatal
de distribucién de competencias»
(p. 135). Y respecto a la cuestién de
la ejecucion interna del Derecho Co-
munitario, se incide en garantizar com-
petencias a las ccaa —tal como sefia-
lan los Estatutos—, asi como atribuir
al Estado los correspondientes poderes
de garantia, ex-art. 93 de la Constitu-
cidn.

Después de sintetizar el sistema
general de distribucién de competen-
cias, se acomete en la obra el intento
de delimitar el alcance de las funcio-
nes normativas y ejecutivas comunita-
rias en relacién con los techos compe-
tenciales determinados por los respec-
tivos Estatutos de Autonomia. Sobre
las competencias normativas, se toma
como punto de partida para su andlisis
el marco constitucional de las potesta-
des normativas de las ccaa, abordan-
do la delineacién del significado de los
diversos y confusos términos emplea-
dos por el art. 149.1 de la Constitu-
cién: legislacién, bases, normas bdsi-
cas, legislacién bdsica... A continua-
cién se trata el diverso grado de poder
legislativo autonémico y su calificacién
en términos competenciales: la compe-
tencia legislativa exclusiva y la com-
partida o concurrente, que es donde
se hallan los mayores problemas inter-
pretativos derivados de la ineludible
necesidad de afrontar la delimitacién
y configuracién de las bases estatales y
su desarrollo autonémico.

Sobre este punto, el mayor acierto
de la obra radica en la tentativa de
aclaracién y sistematizacién de la ju-
risprudencia del Tribunal Constitucio-
nal que contiene. Ya que al respecto
parece mds bien inutil elevarse en elu-
cubraciones doctrinales, maxime cuan-
do ya se dispone de un cuerpo juris-
prudencial constitucional bastante sé-
lido, aun sin poder negar la existencia
de lineas evolutivas y dubitativas en
la doctrina del Supremo intérprete
de Ia Constitucién. El tema de la deli-
mitacién y relacién bases-desarrollo es
muy complejo, y en él descansa gran
parte de la concrecidén definitiva del
dmbito de autonomia politica de los
Entes Territoriales. Por ello, la postu-
ra mds pragmdtica e inteligente al res-
pecto es la de intentar clarificar y si-
tuar en sus coordenadas adecuadas la
jurisprudencia constitucional sobre es-
te punto tan trascendental de la labor
interpretativa del Titulo VIII de la
norma suprema.

El estudio de las competencias eje-
cutivas asumidas por las ccaa en sus
Estatutos desde una perspectiva estric-
tamente competencial se aborda par-
tiendo de una breve descripcidn sobre
los modelos federales y regionales com-
parados. Asi, frente al comin empleo
doctrinal y consolidacién de la expre-
sion «federalismo de ejecucién», los
autores proponen el empleo de otra
alternativa: «federalizacién de la eje-
cucidén», que entienden mds ajustada
la realidad, y que responde a una di-
versa concepeién del modelo de Esta-
do. Esta importante matizacién inicial
es muy acertada, pero quizad se echa en
falta un posterior desarrollo y profun-
dizacién de la misma al hilo del ani-
lisis de la realidad constitucional es-
paiiola, respecto de la que se afirma
que «...el reconocimiento y garantia
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del derecho a la autonomia de nacio-
nalidades y regiones implica, obvia-
mente, la imposibilidad de reducir el
proceso de desarrollo del Estado de las
Autonomias a un simple federalismo
de ejecucién» (p. 156). El laborioso
estudio del tratamiento normativo
(Constitucién y Estatutos) y jurispru-
dencial {(doctrina del Tc) —e incluso
de los Reales Decretos de traspasos—
de las competencias ejecutivas de las
ccAA concluye en el sistemdtico y des-
criptivo cuadro clasificatorio de la di-
versa tipologia de las mismas. Es una
clasificacién muy 1til, teniendo en
cuenta la falta de uniformidad y ho-
mogeneidad de los Estatutos sobre la
materia.

El sistema constitucional de reparto
de competencias ejecutivas trae como
consecuencia la duplicidad de apara-
tos administrativos —estatal periféri-
co y autondmicos—, de donde surgen
los problemas de su articulacién, para
lo cual son necesarias diversas técnicas
de relacién. Los autores describen es-
tas técnicas, formalizadas o no, que
«delimitan de hecho el alcance de la
competencia» (p. 162), y abogan por
el respeto del dmbito competencial
propio de las ccaa en su empleo.
Igualmente, llaman la atencién sobre
la necesidad de flexibilizacién de la
distribucién de competencias ejecuti-
vas a través de transferencias o dele-
gaciones, v la rigidez de nuestro siste-
ma. Critican el art. 150.2 de la Cons-
titucién, «mecanismo de dificil utiliza-
cién prictica» (p. 164), y toman como
referencia para arbitrar la téenica dela
delegacién el art. 5 de la Ley del Pro-
ceso Autondmico (relaciones entre
ccaa y Diputaciones Provinciales). Se
lamenta la falta de precisidn constitu-
cional de la ejecucién autondmica de
competencias estatales via delegacién

intersubjetiva al haberse remitido el
tema a la delimitacién de 4mbitos com-
petenciales {art. 150.2).

Sobre esta cuestién de la ejecucién
autondmica de la legislacién del Esta-
do, los autores adoptan una posicién
que se separa del intento doctrinal de
adaptar ¢l federalismo de ejecucién
—con el consiguiente poder general de
supervisién estatal sobre la ejecucién
autondémica de su normativa— a nues-
tro sistema constitucional, porque en-
tienden es poco respetuosa con el prin-
cipio de autonomia. Analizan seguida-
mente el desarrollo normative donde
se contemplan técnicas de vigilancia y
supetvisién estatal y, sobre todo, se
detienen en la jurisprudencia del Tc
sobre la facultad de alta inspeccién.
Este minucioso estudio les permite ob-
tener una conclusién en apoyo de su
posicién doctrinal caracterizada por
una prevalencia del principio de auto-
nomia.

Como es bien sabido, el nivel com-
petencial de las ccaa no se agota en
las atribuciones asumidas estatutaria-
mente, sino que puede ser ampliado o
restringido mediante el empleo de los
mecanismos flexibilizadores del sistema
de distribucién de competencias pre-
sentes en el art. 150 de la Constitu-
cién, caracterizados por constituir vias
extraestatutarias de modificacién com-
petencial. Tales instrumentos son:

Ley Marco (art. 150, pfo. 1.°), que
se diferencia del supuesto de la Admi-
nistracién del Estado, haciendo men-
cién en cada momento a los intentos
de solucién de los diversos problemas
surgidos: personal transferible, proce-
dimientos, situacién juridica. En esta
evolucién es detectada por los autores
la importancia de la Ley del Proceso
Autonémico.

Ley organica de delegacién o trans-
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ferencia (art. 150.2). Sobre este su-
puesto se defiende con acierto la po-
sibilidad de referir el precepto tanto
a facultades legislativas como ejecuti-
vas, disintiendo del parecer mayorita-
rio de la doctrina, Sin embargo, no
parece correcta la distincién —en or-
den a otorgarles diferentes consecuen-
cias— entre delegacién y transferen-
cia, que se opera en el texto.

Ley de armonizacién (art. 150.3).
Aqui, se incide en la naturaleza excep-
cional de este tipo legislativo, la cual
informa todas sus notas caracterizado-
ras: supuesto habilitante, procedi-
miento, contenido... Igualmente, se
menciona la trascendental jurispruden-
cia del Tc recaida en el conocido asun-
to del proyecto de LOAPA.

Esta segunda parte del libro con-
cluye con el examen de la cuestién del
traspaso de servicios del Estado a las
Comunidades Auténomas. Al respec-
to, se relatan los mecanismos juridi-
cos de transferencias de bienes y servi-
cios utilizados en la etapa preautond-
mica —con el consiguiente distinto
valor juridico de los Reales Decretos
que la llevaron a cabo— vy el sistema
estatutario implantado basado en las
Comisiones Mixtas. De acuerdo con la
doctrina, se destacan criticamente la
incoherencia y disfuncionalidad de tal
sistema, describiéndose los limitados
intentos normativos de solucién: Co-
misiones Sectoriales y Ponencias es-
pecializadas. Finalmente, los autores
afirman el valor interpretativo de la
distribucién competencial constitucio-
nal y estatutaria que tienen los Reales
Decretos de traspasos, asi como su
funcién de dar seguridad juridica den-
tro del ordenamiento.

Con referencia a la valoracién de los
servicios transferidos, la obra contiene
un andlisis critico de la metodologia
empleada para su determinacién, que

anticipa algunos de los elementos que
posteriormente son tratados en los ca-
pitulos dedicados 2 la financiacién au-
tonémica, sobre los que comentare-
mos en su momento.

Por altimo, sobre el proceso de
transferencias de funcionarios a las
CCAA, se examina la evolucién del sis-
tema legal de traspaso de funcionarios,
desde una perspectiva singular ligada
a cada ca, hasta un planteamiento
global, con referencia a la reforma de
la Administracién del Estado, hacien-
do mencién en cada momento a los in-
tentos de solucidn de los diversos pro-
blemas surgidos: personal transferible,
procedimientos, situacién juridica. En
esta evolucién es destacada por los
autores la importancia de la Ley del
Proceso Autondmico.

3. Lahomogeneizacién institucio-
nal de las ccaa y su mimetismo res-
pecto a la estructura de las instancias
centrales producidas por el desarrollo
estatutario y legislativo se describen
en esta parte de Ia obra, pasando revis-
ta ordenadamente a los diversos 6rga-
nos e instituciones titulares de los cld-
sicos poderes legislativos, ejecutivo y
judicial —con matizaciones respecto
de este Gltimo— en que se articula la
soberania nacional también en la esfe-
ra de las autonomias territoriales.

Las Asambleas legislativas o Parla-
mentos de las ccaa son las competen-
tes para el ejercicio de su potestad
legislativa. En primer lugar, se exami-
nan el caricter representativo de las
Asambleas, su composicién, asi como
su sistema electoral —donde se habla
del «régimen electoral general» y las
posibilidades de normacién autonémi-
ca en la materia—. Todo ello en el
marco del art. 152.1 de la Constitucién
y su desarrollo legal y estatutario.
También, el estatuto de los parlamen-
tarios, el funcionamiento de los Par-
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lamentos Autonémicos, los grupos par-
lamentarios y los érganos de las Asam-
bleas, puntos todos ellos regulados con
gran similitud por las respectivas nor-
mas autondmicas. A continuacién se
estudian las regulaciones comunitarias
(Estatutos, leyes y, sobre todo, Regla-
mentos parlamentarios) de la funcién
legisiativa general de las Asambleas de
las ccaa y el procedimiento legislativo,
distinguiendo el ordinario de los espe-
ciales, examinando las principales eta-
pas del «iter» legislativo. Finalmente,
los autores describen el régimen nor-
mativo de los diversos medios de con-
trol parlamentario e impulso politico
de los Ejecutivos, distinguiéndolos en
base a la presencia o no en ellos de
sancién. Estos capitulos dedicados al
estudio de la Asamblea legislativa de
las ccaa destacan por su contenido
esencialmente descriptivo de la norma-
tiva existente en vigor, asi como por
la tentativa de sistematizacién de la
misma. Igualmente, es apreciable el
an4lisis comparativo de esa normacién
autonémica con la regulacién estatal
propia —contenida principalmente en
el Reglamento del Congreso de los Di-
putados—, e incluso con modelos de
Derecho comparado. Esta es, sin duda,
su mayor aportacién.

Pasando a las Instituciones inte-
grantes del Poder Ejecutivo de las
CCAA, un primer capitulo trata del Pre-
sidente y del Consejo del Gobierno.
Acerca de aquél, se realiza un estudio
sobre la posicién institucional, funcio-
nes y estatuto personal del Presidente
de la Comunidad Auténoma. Se ana-
lizan las tres bases sustentadoras de
esta figura: su doble condicién de ins-
titucién representativa, y su papel de
Jefe de Gobierno. En el primer punto,
queda bastante claro y delimitado el
ambito a que se refiere cada una de las

funciones representativas, asi como las
facultades o potestades concretas que
le van ligadas. En el segundo, se pre-
sentan las competencias ejecutivo-gu-
bernamentales del Presidente de la ca
derivadas tanto per se, como de su
condicién de presidente del érgano
colegiado de gobierno, y se destaca la
funcién bésica del mismo: la orienta-
cién politica general de la ca. Los au-
tores inciden a este respecto en la ne-
cesidad de la colaboracién del Parla-
mento, y la disposicién del Consejo de
Gobierno con la que debe contar el
Presidente comunitario. Por lo que
hace a la previsién estatutaria de la
posibilidad de delegacién de funciones
del Presidente a otro miembro del
Consejo de Gobierno, no puede con-
ducir —segin se sostiene en la obra—
a la creacién de una verdadera figura
de Jefe de Gobierno, quien sélo podra
ser concebido como «gestor de los
asuntos ordinarios del gobierno de las
ccaa» {p. 278), sin gozar de potesta-
des decisorias especiales en materia
politica.

Sobre el Consejo de Gobierno, la
obra describe su composicién y estruc-
tura «propiamente colegial». En cuan-
to a sus funciones, comparte la titulari-
dad de la direccién politica con el Pre-
sidente de la ca, y se imputa al Con-
sejo de Gobierno la titularidad de la
funcién ejecutiva en su vertiente admi-
nistrativa, de la que participa el Pre-
sidente a través de su titulo de perte-
nencia al érgano colegiado. Por lo que
se refiere al alcance de la funcién de
direccién politica, se afirma la posibi-
lidad comunitaria de formular politi-
cas propias con amplitud mayor a la de
su estricto dmbito competencial, ac-
tuando como «verdaderos centros de
gobierno», mediante el ejercicio de las
concretas competencias asumidas, asi
como de los medios de participacién e
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influencia en la formacién de las deci-
siones del Estado. Por tltimo, se hace
una referencia al estatuto personal de
los «Consejeros de Gobierno».

El tratamiento de la Administracién
Pdblica de las ccaa se inicia con la
afirmacién de la integracién de la Ad-
ministracién autonémica en el sistema
global de la Administracién Pablica,
siéndole por tanto de aplicacién el ré-
gimen constitucional uniforme de la
institucién administrativa. Al mismo
tiempo, se destaca la posicién de la Ad-
ministracién de las ccaa en el sistema
organizativo institucional autonémico,
a causa de un incremento del protago-
nismo del Ejecutivo, la amplitud de
las competencias ejecutivas autonémi-
cas, y la tendencia a la desvalorizacién
de la autonomia legislativa de las
ccaA. Sigue un estudio sobre el mode-
lo de organizacién administrativa, en
el que se describen muy sumariamente
los sistemas de administracién en los
Estados compuestos, para pasar a con-
tinuacién al andlisis de nuestra norma
constitucional, silenciosa y ambigua a
la vez, haciendo una remisién a los
Estatutos de Autonomfa, aunque man-
teniendo una minima homogeneidad a
través de la aplicacién general de los
principios organizativos del art. 103.1.
Los Estatutos (y la Ley del Proceso
Autondémico) han configurado un mo-
delo mixto de organizacién adminis-
trativa: administradicién directa de la
ca y administracién indirecta o des-
centralizada en favor de los entes lo-
cales,

Dentro del tema administrativo, el
siguiente aspecto objeto de andlisis en
la obra es el referente a la potestad or-
ganizativa de las ccaa. Su titulo com-
petencial se basa en el art. 148.1.1.°
de la Constitucién y en los Estatutos,
y en cuanto 2 sus limites, son los de-

rivados de las disposiciones organiza-
tivas de los Estatutos y los limites
constitucionales (arts. 103.1 y 152.1).
La doctrina del Tc sobre el articu-
lo 149.1.18 ha matizado y restringido
el alcance de la potestad organizativa
de las ccaa, doctrina que es criticada,
sosteniendo los autores una interpreta-
¢ién permisiva de una amplia potestad
de autoorganizacién de las ccaa, sin
mds limites que los principios consti-
tucionales, y los que, de forma indi-
recta, puedan derivar para la materia
organizativa de las bases que el Esta-
do dicte en virtud del titulo competen-
cial del art. 149.1.18. Sin embargo, y
a mi juicio, sin concretar en qué medi-
da se puede producir la afectacién a la
potestad autoorganizativa autonémica
por las bases del Estado, se estd admi-
tiendo en la practica la solucién inter-
pretativa del Tribunal Constituciional
que los autores previamente rechazan.

Esta capacidad autoorganizatoria co-
munitaria es configurada como potes-
tad institucional con independencia del
régimen de distribucién de competen-
cias sustantivas. Se afirma que las ccaa
—aun en el caso de ostentar sélo com-
petencias de ejecucién en un concreto
sector material-—, tendrdn capacidad
de normar la organizacién de los
servicios necesarios para el desarrollo
de esa competencia. Asi se ha recogido
en los Estatutos de Autonomfia, con-
sagrando la potestad reglamentaria or-
ganizativa de las ccaa, e interpretado
por el Tc. Por tltimo, se mencionan
los condicionamientos reales a la po-
testad autonémica organizativa: el
precedente de la orpanizacién estatal,
el funcionamiento del mecanismo de
las transferencias de servicios, y la eta-
pa preautonémica. Todos ellos han
forzado —segin se sostiene en la
obra— a las ccaa a «reproducir en
gran parte el modelo de organizacién
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administrativa del Estado» (p. 293).

Contindan los autores el desarrollo
de este tema con una descripcién de
los caracteres generales de la organiza-
cién administrativa de las Comunida-
des Auténomas: como ya se ha dicho,
se trata de un modelo mixto, basado en
un aparato burocritico propio de Ad-
ministracién directa, junto al que se
prevén técnicas descentralizadoras ha-
cia las Administraciones locales.

En la Administracién indirecta, se
han desarrollado unas relaciones inter-
subjetivas entre ccaa y Entidades Lo-
cales, disenando un sistema descentra-
lizado, pero colocdndose la Adminis-
tracién autondmica en una posicién de
supremacia.

Respecto de la Administracién di-
recta, se incide en la nota homogeneiza-
dora de la organizacién administrativa
de las ccaa, que responde al modelo
institucional burocrdtico, a semejanza
de la Administracién del Estado. La
Administracién central se caracteriza
por las notas de departamentalizacién
o sectorializacién y jerarquizacidn, si-
milar a la Administracién estatal; y se
destaca la presencia relevante de dr-
ganos de asistencia y coordinacién. El
importante aparato autonémico de ad-
ministracién periférica se explica como
consecuencia del condicionamiento del
sistema de transferencias, as{ como de-
sarrollo del principio organizative de
desconcentracién. Respecto de la Ad-
ministracién consultiva, se destaca la
problemdtica de la intervencién del
Consejo de Estado en relacién con las
ccAA, y la existencia de los llamados
Consejos Consultivos, de gran relevan-
cia politico-estatutaria, excediendo del
dmbito de lo administrativo.

La Administracién institucional
también se halla presente en la organi-

zacién autondémica administrativa, ex-
plicindose en parte por la influencia
del sistema de transferencias junto a la
busqueda de una mayor agilidad en la
actividad administrativa. Las ccaa
también ejercen funciones administra-
tivas de tutela sobre entidades corpo-
rativas, asi como competencias nor-
mativas de las mismas, con sujecién a
las bases estatales (art. 149.1.18°,
CE).

Tras esta descripcién se concluye
por los autores que las mayores inno-
vaciones e iniciativas de la organiza-
cién de la Administracién autonémica
se han producido en el 4mbito de la
participacidn, representacion e integra-
cién en su seno de intereses externos
a la misma, acometiéndose la tarea de
acercamiento del poder ptblico a la
ciudadania de forma eficaz.

En cuanto al régimen juridico de la
Administracién de las ccaa es el co-
mun de todas las Administraciones Pg-
blicas {arts. 106 y 153.c) de la Cons-
titucién). La homogeneizacién del ré-
gimen juridico de las Administracio-
nes Pudblicas fundamenta la atribucién
al Estado de las competencias del ar-
ticulo 149.1.18.° cE. Los Estatutos y
leyes de desarrollo institucional comu-
nitarias han recogido para la Adminis-
tracién autondmica las reglas genera-
les configuradoras de la posicién bdsi-
ca de la Administracién estatal, con
algunas adecuaciones a su peculiaridad
organizativa. Se menciona la sumisién
jurisdiccional plenaria de la actividad
administrativa autonémica a la Juris-
diccién contencioso-administrativa, y
la posibilidad de ésta de conocer sobre
los eventuales conflictos competencia-
les Estado/ccaA y ccaa entre si, como
via alternativa al Tribunal Constitucio-
nal, destacdndose las diferencias de le-
gitimacién ante aquélla presentes en la
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Ley de 5 de octubre de 1981. Por fin,
se hace una referencia al Tribunal Su-
perior de Justicia de las ccaa.

Finalmente, sobre el control econé-
mico y financiero de las ccaa, corres-
ponde éste al Tribunal de Cuentas,
siendo compatible con sus competen-
cias fscalizadoras la existencia de 6r-
ganos propios de las ccaa con la mis-
ma funcién en referencia a las atribu-
ciones comunitarias. Pero, en cualquier
caso, destacan los autores la necesidad
de arbitrar mecanismos de cooperacion
y colaboracién ante la dualidad de ins-
tancias.

La referencia a la Administracién
Local resulta obligada para terminar de
comprender la posicién de fa Adminis-
tracién Autonémica y su articulacién
en el seno del entero sistema adminis-
trativo de nuestro Estado compuesto.
Cual sea la ubicacién de la Adminis-
tracién local en este sistema queda
sintetizada en las siguientes palabras
extraidas del texto: «...las entidades
locales forman parte de la organizacién
de las ccaa, constituyen piezas estruc-
turantes de su aparato organizativo,
tanto en el orden politico como en el
administrativo, y son elementos cons-
tructivos de las mismas... Al mismo
tiempo que son componentes de las
CCAA, las entidades locales también lo
son del Estado» (p. 313). Seguidamen-
te, se analiza la distribucién de com-
petencias sobre Administracién local
entre Estado v ccaa —dado el cardc-
ter bifronte de aquélla—, derivada de
la Constitucién, los Estatutos de Auto-
nomia y la interpretacién del Tc.

Deteniéndose en la estructura de la
Administracién local, se analizan los
dos niveles principales. Del municipal
se predica su cardcter esencial, y se
llama la atencién sobre la necesidad
actual de potenciar el asociacionismo

municipal, criticindose la timidez de
la Ley de Bases de Régimen Local
(LBRL) en este aspecto. Y respecto
del nivel intermedio, el debate se cen-
tra en la controvertida cuestién del pa-
pel de la provincia. La interpretacién
que en este punto se ofrece en la obra
parece demasiado forzada en contras-
te con el tenor literal de la Constitu-
cién acerca del cardcter indisponible
de la provincia, pero pretende raciona-
lizar la cuestién del ente intermedio,
permitiendo una flexibilidad y varie-
dad de soluciones en las distintas
ccaa, superando la inicial rigidez cons-
titucional en aras de una mayor efica-
cia y representatividad de los intereses
de las colectividades locales. En rela-
cién a la reserva de ley orgdnica del
art. 141 de la Constitucién, ésta se in-
terpreta en el sentido de permitir la
actuacién de una pretendida competen-
cia legislativa autonémica sobre la al-
teracién del dmbito territorial de la
provincia —entidad local, siendo in-
disponibles para las ccaa el referente
a la provincia-circunscripcién electo-
ral. A mi juicio, esta postura debe ser
considerada mds una proposicién de
«lege ferenda» que interpretacién del
Derecho vigente.

El ditimo elemento de la Adminis-
tracién local tratado en esta obra es el
que hace referencia a las relaciones
interadministrativas Entes locales/Ad-
ministraciones superiores (ccaa y Es-
tado). Se afirma que las formas de
Administracién indirecta o descentra-
lizada de las ccaa potencian la autono-
mia local, y suponen una relativizacién
de la distincién intereses locales/inte-
reses supralocales. Las concretas téc-
nicas de instrumentacién de la integra-
cién de los entes locales en la Admi-
nistracién indirecta de las ccaa (o del
Estado) se hallan influenciadas por el
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articulo 118 de la Constitucién italia-
na, y son:

® Delegacion intersubjetiva, en la
que «prima la voluntad de situar a
las Administraciones locales a dispo-
sicién de las ccaa...» (p. 322).

® Gestién ordinaria por los entes
locales de los servicios propios de la
ca, actuando aquéllos como 6rganos
periféricos de la Administracién auto-
némica, quedando despojados de toda
autonomia.

® Coordinacién para lograr cohe-
rencia en la actuacién de las Adminis-
traciones locales y las demds Adminis-
traciones Publicas. Segin la stc de 5
de agosto de 1983, se trata de una
competencia bésica del Estado. Los au-
tores advierten sobre la posible afec-
tacién de estas técnicas de coordina-
cién en la integridad del dmbito de
autonomia, pudiendo llegarse a ejer-
citar un encubierto control de opor-
tunidad.

® Tutela o control, distinguiéndose
entre el ordinario, de mera legalidad,
ejercitable por el Estado y las ccaa en
cuanto a su iniciativa, pues el resto de
la potestad es jurisdiccionalizada, y los
controles excepcionales. La obra con-
cluye que en materia de conttol sobre
la Administracién local ocupa una po-
sicién preeminente el Estado, no ma-
nifestdndose en este terreno la notable
integracién de los Entes locales al sis-
tema organizativo autonémico, lo que
resulta criticable,

La parte de la obra dedicada a las
Instituciones de las ccaa finaliza con
un capitulo referente a la Administra-
cién de Justicia y las ccaa. Se abre
éste con una breve alusién genérica a
los sistemas de Derecho comparado,
en los que se patentiza una descentra-

lizacién del poder judicial y la parti-
cipacién de los entes auténomos. Res-
pecto a nuestro ordenamiento, se com-
bate en la obra la inicial opinién doc-
trinal que afirma una separacién tajan-
te entre el Poder Judicial y las ccaa,
atribuyendo la exclusiva competencia
en materia de Administracién de Justi-
cia al Estado, siguiendo el tenor lite-
ral del art. 149.1.5°, ce. Para ello,
se distingue entre Administracién de
Justicia (art. 117.3 cg), y administra-
ci6n judicial o gestién. Esta diltima ma-
teria se reparte entre ¢6ry, Gobierno y
ccaa (vid. art. 152, 1, pfo. 2°). Y con
referencia a la estructura orgénica del
Poder Judicial, 1a Constitucién prevé
la existencia de un Tsy de las ccaa
(art. 152, 1, cE). Por tanto, se conclu-
ye que «la estructura autondémica del
Estado tiene una importante influencia
en la Administracién de Justicia»
{p. 329).

El andlisis de la naturaleza y posi-
cién del Tribunal Superior de Justicia
de las ccaa contiene una descripcién
de la regulacién habida en los Estatu-
tos y en la Ley Orgdnica del Poder Ju-
dicial (Lopry). El tema més confuso es
el relativo a la articulacién de las com-
petencias del Tribunal Supremo y el
Tribunal Superior de Justicia de las
ccaAA respecto al conocimiento de los
recursos de casacién y revisién funda-
mentados en infraccién de precepto
constitucional, y en Derecho estatal y
Derecho autonémico simultdneamente.
De la explicacién dada en el texto se
deduce que la controvertida cuestién
sigue abierta y lejos de gozar de clari-
dad y precisién, pero la culpa es del
legislador... Aunque quizéd se eche de
menos un mayor esfuerzo de sistema-
tizacién, el cual sin duda resulta harto
dificultoso en virtud del tenor del De-
recho vigente en la materia, del que
deriva directamente la confusién pro-
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pia del reparto de atribuciones entre
Estado y ccaa sobre Administracién
de Justicia.

4* La financiacién de las Comu-
nidades Auténomas, que en nuestro
contexto politico actual constituye con
toda seguridad el tema mis polémico
de la cuestién autondmica. En el pri-
mer capitulo se hace un anélisis tedri-
co —en el nivel de los principios y
lineas bdsicas de funcionamiento— de
los diversos procedimientos de finan-
ciacidn; los sistemas existentes en De-
recho comparado en los Estados com-
puestos —federales y regionales—; y,
por fin, el sistema o modelo espafiol de
financiacién de los Entes territoriales
intermedios, que es analizado desde el
marco constitucional, abierto y flexi-
ble, hasta su concrecién normativa en
la .oFca, pasando por los diversos Es-
tatutos de Autonomia. Se concluye ca-
racterizando al modelo LoFca de régi-
men comin como un sistema mixto
con predominio del sistema de unién.
Este primer andlisis no desciende al
nivel del funcionamiento préctico, lo
cual debe matizar necesariamente al-
guna de sus manifestacioines de princi-
pio. Y la concepcién que se hace de la
autonomia financiera, aunque correc-
ta, aparece un tanto dubitativa al osci-
lar quizé demasiado entre el nivel de
la autonomia de ingresos y la autono-
mia de gastos.

Se estudian en el segundo capitulo
las fuentes de recursos de las Hacien-
das Autondmicas, salvo las que cons-
tituyen al mismo tiempo mecanismos
de nivelacién financiera. En concreto,
la participacién en los ingresos del Es-
tado, describiendo los dos periodos en
su funcionamiento; los tributos cedi-
dos; los tributos propios, respecto de
los que se afirma, muy certeramente,
que la posibilidad de las ccaa de esta-
blecerlos es «més retdrica que real»

{p. 368}, dadas las graves limitaciones
que se les impone legalmente, de don-
de surge la necesidad comunitaria de
acudir al sistema de recargos —estu-
diado a continuacién— si quieren te-
ner un sistema diferenciado. Finalmen-
te, Otros recursos son sumariamente
comentados, como los ingresos de de-
recho privado, los crediticios, y las
multas y sanciones.

Sigue a continuacién una exposicién
de las fuentes financieras derivadas de
los mecanismos niveladores, que tienen
como misién esencial la concrecién
prdctica del principio de solidaridad
interterritorial. Respecto del Fondo de
Compensacién, se acierta en diferen-
ciar su conceptuacién exacta en base
a los dos periodos —transitorio y de-
finitivo— de financiacién de las ccaa,
funcionando hasta el momento como
via canalizadora de la prictica totali-
dad de inversién nueva que pretendan
tealizar las ccaa. Adquiere, por tanto,
el Fcr para el perfodo transitorio la
«naturaleza de ingreso corriente desti-
nado a gastos de capital» (p. 377), y en
el futuro deberia recuperar su genuino
cardcter reequilibrador de las diferen-
cias interterritoriales. El otro instru-
mento de nivelacién financiera previs-
to constitucional y legalmente lo inte-
gran las subvenciones condicionadas a
las ccaa con cargo a los PGE para ase-
gurar un nivel prestacional minimo de
los servicios pidblicos fundamentales
en todo el territorio nacional. Sobre
ellas se advierte su cardcter comple-
mentador de la financiacién de los ser-
vicios prestados por las ccaa, y la ne-
cesidad de evitar su excesiva prolife-
racién —cualitativa y cuantitativa—,
pues disminuyen el concepto de auto-
nomia financiera. Se propone para ello
una correcta valoracién de los servicios
transferidos, aunque desecha quizd de
forma absoluta la posibilidad de ges-
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tién comunitaria deficiente como cau-
sa de la infraprestacién, lo que de afir-
marse no constituiria, desde luego, una
consideracién aprioristica, sino lamen-
tablemente la constatacién de una tris-
te realidad de la experiencia del fun-
cionamiento del Estado autonémico en
estos primeros afios.

Se enuncian también las competen-
cias financieras de las ccaa, aspecto
que sistemdticamente deberia integrar
otro capitulo, no cuadrando bien en el
referente al de recursos.

Con relacién al sistema de concierto
o convenio propio de los territorios fo-
rales vasco y navarro, hay que lamen-
tar la escasa dedicacién que se le pres-
ta, desconocimiento que constituye un
punto de referencia importantisimo en
el contexto de la actual polémica acer-
ca del sistema de financiacién de las
ccaa para el perfodo definitivo.

Por 1ltimo, se echa también en
falta un pormenorizado anilisis de la
vertiente presupuestaria o del gasto,
que es justamente el 4mbito en el que
se trasluce efectivamente la autonomia
financiera de la ccaa, y asi se afirma
en la obra, pero no se actta luego en
consecuencia.

5. Las relaciones entre el Estado
y las Comunidades Auténomas. Los
autores establecen el cuadro de estas
relaciones en base a la distincién en-
tre las llamadas «competenciales» y las
«no competenciales», comprendiendo
estas Gltimas las de integracién, las de
conflicto, y las relaciones derivadas
del ejercicio competencial.

Los dos primeros capitulos estin
dedicados a las relaciones de colabora-
cién verticales (Estado/ccaa). Los
autores, tras afirmar abstracta y gené-
ricamente el principio de colaboracién
como fundamento del funciocnamiento
del Estado de las Autonomias —como

hace la préctica totalidad de la doctri-
na—, ven necesario precisar el alcance
y el contenido especifico del mismo, Su
ambito de virtualidad se establece en
el marco de las relaciones que derivan
del ejercicio competencial, excluyéndo-
se las relaciones no competenciales res-
tantes, y las competenciales aunque
matizadamente respecto de estas dlti-
mas. En este campo delimitado, el
principio de colaboracién «se configura
como limite a la independencia de las
partes en el ejercicio de sus poderes»
{p. 395), diferenciandose del principio
de solidaridad, por el cardcter «posi-
tivo» de aquél, frente al «negativo» de
este otro.

Las tres categorias integrantes del
contenido del principio de colabora-
cién se analizan a continuacién: auxi-
lic —o colaboracién en sentido estric-
to—, coordinacién, y cooperacién.

El auxilio o deber de colaboracién
en sentido estricto ha sido configurado
por el TC como una norma constitu-
cional no escrita, a semejanza de la
Bundestreue alemana. Esta caracteri-
zacién del auxilio como deber insito
en la constitucién material lo diferen-
cia de la coordinacién y cooperacién,
que vienen a constituir un régimen
competencial —formal o material—
obligatorio, si estd previsto constitu-
cionalmente, o facultativo. Los autores
sientan claramente que «no existe un
deber general de coordinacién y coo-
peracidén» a diferencia del auxilio
(p. 397). Su concrecién en nuestro or-
denamiento es expuesta de forma sis-
temdtica y casuistica, realizando un
loable esfuerzo clarificador del funcio-
namiento prictico de la figura del auxi-
lio como deber de colaboracién.

Sobre la técnica de la coordinacién,
se sefiala en primer lugar su previsién
constitucional explicita (art. 149, 1,
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CE; no citindose el art. 156.1, en
principio). Las dos posiciones doctri-
nales sobre el concepto y alcance del
instituto de la coordinacién, concepto
material y concepto formal, asi como
el pronunciamiento del TC sobre la
cuestién, son referidos a la llamada
«coordinacién obligatoria»; distinta de
ella es la «coordinacién facultativas,
establecida bilateralmente por la dua-
lidad de instancias de actuacién pd-
blica territorial, gozando de una posi-
cién de paridad en su accién.

Las diversas modalidades de las re-
laciones de coordinacién en nuestro
sistema autondémico se integran en tres
tipos bdsicos: érganos mixtos de coor-
dinacién; la coordinacién entre érga-
nos; y la participacién consultiva en
los procesos de decisién ajenos. Esta
clasificacién sistemdtica ayuda a com-
prender la verdadera virtualidad préc-
tica de los numerosos supuestos que
actdan bajo el titulo de relaciones de
coordinacién.

La cooperacién constituye, junto a
una manifestacién del principio de co-
laboracién, «un elemento del disefio de
la distribucién de poderes» (p. 410).
Consiste en el cogjercicio de las com-
petencias en su ejetciclo mancomuna-
do por el Estado y las ccaa. Se confi-
gura como un régimen competencial
sustantivo. Distinguen los autores en-
tre coopetacién obligatoria, prevista
constitucionalmente como modo de
distribucién de poderes, y voluntaria,
consistente en un concertado ejercicic
cooperativo de las competencias. Cons-
titucionalmente, la cooperacién se co-
necta con las necesidades de unifor-
mizacién, de la que puede aparecer
como limite intrinseco y via alternativa
a la centralizacién; en definitiva, ga-
rantia de la autonomia de las partes.
Se sefialan, también, los peligros que

puede provocar una generalizacién de
la cooperacién, distorsionando el nor-
mal funcionamiento de un Estado de-
mMocratico.

Se describen las diversas modalida-
des en que se actda la cooperacidn ver-
tical en nuestro ordenamiento: 6rga-
nos mixtos con funciones decisorias o
ejecutivas, que suponen un nuevo régi-
men competencial, de ejercicio man-
comunado de funciones; la participa-
cién de una instancia en érganos de
otra; los complejos procesos de planifi-
cacién y actuacién conjunta, cuya fun-
cion bésica es la compatibilizacién de
la unidad de sectores matertiales y la
pluralidad del poder ptiblico, evitando
la centralizacidn, citdndose la planifi-
cacién econdmica y la Administracién
financiera y tributaria; por tltimo, la
Administracién Funcional mixta.

Sobre los convenios Estado/ccaa
—técnica muy utilizada en la préctica
hasta ahora, a pesar de su falta de pre-
visién constitucional— tras afirmar la
capacidad para suscribirlos de ambos
sujetos piblicos, se sefialan los limites
constitucionales respecto al posible ob-
jeto de los mismos, de acuerdo con el
principio de indisponibilidad de la titu-
laridad competencial respectiva, per-
mitiéndose convenir sobre el modo de
ejercicio de las competencias propias.
Se intenta disefiar un tégimen juridico
para los convenios, a pesar de las difi-
cultades insitas en la tarea a causa de
la carencia de previsién constitucional.
Y, con referencia a sus funciones bdsi-
cas: la delimitacidn competencial, sus-
tituyendo la falta de rp de traspasos,
y sin valor constitutivo en ningin caso,
de acuerdo con la indisponibilidad de
la titularidad de las respectivas atribu-
ciones derivadas del bloque de la cons-
titucionalidad, fijdindose una determi-
nada interpretacién constitucional;



294 AUTONOMIES -4

precisién de férmulas y mecanismos
conctetos de coordinacién, colabora-
cién y cooperacién; la instrumenta-
cién de actuaciones conjuntas de las
dos instancias, consideradas de mutuo
interés.

Estos dos capitulos dedicados a las
relaciones de colaboracién entre el Es-
tado y las ccaa son de gran interés, en
cuanto constituyen un notable esfuerzo
por sistematizar la diversidad y com-
plejidad de técnicas, instrumentos y
mecanismos que en la praxis actian
bajo la genérica y abstracta cobertura
fundamentadora del principio de cola-
boracién, y sometetlos a un concreto
régimen juridico-constitucional, lo que
resulta imprescindible para hacer fac-
tible la articulacién de medios de con-
trol sobre tales intervenciones «colabo-
radoras» de los sujetos piblicos terri-
toriales. Sin embargo, las diferencias
entre esas muiltiples técnicas no se
hayan muy nitidas, sin duda debido a
la corta experiencia de las mismas y su
falta de consolidacidn, y per tanto, son
carentes de unos perfiles claros y per-
fectamente identificables. Pero el es-
fuerzo de los autores resulta de un
indudable valor como aportacién fun-
damental en el camino de lograr esa
clarificacién que es garantia de eficacia
en el funcionamiento prictico de las
técnicas de colaboracién entre el Es-
tado y las ccaa.

Pasando al estudio de la colabora-
cién horizontal, en primer lugar se
establece el marco general de los prin-
cipios ordenadores de las relaciones
entre ccaa. Tales principios son:
igualdad, solidaridad y separacién en el
ejercicio de los propios poderes. Sobre
este Gltimo, se comentan los diversos
aspectos que lo integran: la separacién
territorial, que configura al elemento
del territorio como limite de eficacia

de los poderes autonémicos, sin que
pueda entenderse con valor absoluto
(segdn sefiala la sTc 37/1981, de 16
de noviembre), lo que precisamente da
lugar al desarrollo de précticas coope-
rativas horizontales. La separacién
afecta a los poderes de las ccaa, pero
no se impide cierta vinculacién inter-
comunitaria en el ejercicio de los mis-
mos. Al respecto, el art. 145, cE.

Se analizan, a continuacién, los fun-
damentos y categorias bdsicas de la
colaboracién horizontal en el Derecho
comparado. Las principales de éstas
resultan ser los convenios, y la cons-
titucién de Grganos comunes y mixtos
de coordinacién, ademds de la realiza-
cién fiduciaria de funciones por un ét-
gano propio de algiin miembro {del
Estado compuesto), y otras vias menos
formalizadas.

Respecto de los convenios entre
CCAA, como via para el establecimiento
de relaciones de colaboracién, coordi-
nacién y cooperacién entre ellas, se
estudian la capacidad de las partes, re-
conocida constitucionalmente en el at-
ticulo 145.2. cE; su objeto, que ha
sido restringido en algunos Estatutos,
peto los autores interpretan la cues-
tidn, acertadamente, en favor de una
equiparacién entre todos los textos es-
tatutarios. La cuestién de una mayor
dificultad interpretativa se centra en
diferenciar las dos clases de convenios
—de colaboracién y acuerdos de coo-
peracién— de que habla la Constitu-
cién, empleando al respecto un criterio
objetivo, cuya virtualidad queda ami-
norada por la facultad calificadora de
los convenios que ostentan las Cortes
Generales en virtud de la regulacién
contenida en los Estatutos autonémi-
cos. La trascendencia de la distincidén
consiste en la diversidad de regimenes
juridicos establecidos para cada tipo,
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que se manifiesta en un diferente gra-
do de intervencién de las Cortes res-
pecto a su procedimiento de aproba-
cién y entrada en vigor. Este tema es
analizado detalladamente.

Se echa en falta una mencién de
otros mecanismos o técnicas de colabo-
racién horizontal empleadas por las
ccaa en la praxis estatal, si es que
existen, al margen de los convenios, y
las principales formas de colaboracién
intercomunitaria creadas a través de
aquéllos, pues no resulta suficiente la
citacién genérica de tales supuestos,
sin intentar la sistematizacién y expli-
cacién de su régimen juridico, como
se hizo respecto de las relaciones de
colaboracién verticales (Estado/ccaa).

Las relaciones de integracién de las
ccaa en el Estado resultan esenciales
en todo Estado compuesto. A su estu-
dio dedican los autores un capitulo.
Sefialan que la evolucién de las formas
concretas de integracién en los Estados
federales ha ido de las instituciones
garantistas a las participativas. En
cuanto al ordenamiento espafiol vigen-
te, se justifica la ambigtiedad de la re-
gulacién constitucional en base a la
indefinicién de la cuestién autonémica
durante el proceso constituyente.

Respecto al tan debatido tema del
Senado como Cdmara de representa-
cidn territorial, se reconoce que la re-
gulacién constitucional se ha quedado
a medio camino en la configuracién del
Senado como instrumento completo de
integracién de las ccaa en el Estado,
pero para conseguir suplir esta defi-
ciencia, se intenta concretar por via
interpretativa el principio general con-
tenido en el art. 69.1 de nuestra nor-
ma fundamental. Ast, la representacién
territorial verdadera del Senado debe
hacerse patente tanto en su composi-
cién como respecto de sus funciones.

En cuanto a la primera, es muy mino-
ritaria la presencia de Senadores re-
presentantes de ccAaa respecto al nd-
mero global. Y en lo que hace a las
funciones de nuestra Cdmara Alta, es
muy loable y valioso el esfuerzo que
realizan los autores por ubicarla en el
esquema general de los Senados fede-
rales; lo que les lleva a plantear final-
mente: «Quizds el problema del Sepa-
do no se encuentre tanto en su confi-
guracién constitucional como en la di-
ndmica del sistema politico» (p. 448).

Sin embargo, se reconoce el cardcter
dicotémico, mixto, de nuestro Se-
nado, lo que evidentemente obstaculi-
za su virtualidad como via integradora
de las ccaa en las instituciones cen-
trales del Estado. Esta deficiencia cons-
titucional estd justificada desde la pers-
pectiva del origen y gestacién de la
norma suprema durante el debate cons-
tituyente —las circunstancias del con-
senso politico y la indefinicién del tema
autondmico {peso del principio dispo-
sitivo) en aquella época—, pero carece
de toda fundamentacién bajo el prisma
de las necesidades presentes y futuras
—como creo se admite en la obra—, y
por tanto no se comprende bien el por-
qué del rechazo a priori y de plano de
la posibilidad de plantear una reforma
del texto constitucional en su regula-
cién del Senado, mdxime teniendo en
cuenta que las alternativas a la misma
que se sugieren —algunas de las cua-
les se han comenzado ya a llevar a
cabo— no parece que alcancen la vit-
tualidad requerida para colmat con su-
ficiencia la grave carencia que, a mi en-
tender, sufre nuestro sistema autond-
mico en la actualidad, causa de maulti-
ples deficiencias de su funcionamiento.

Otra forma de participacién de los
Entes territoriales en las Instancias
centrales estatales es la iniciativa le-
gislativa de las ccaa, que aparece regu-
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lada en el art. 87.2 de la Constitucién,
precepto que distingue dos figuras: las
proposiciones de ley de los Parlamen-
tos Autondémicos, y la solicitud al Go-
bierno para que presente un proyecto
de ley, cuyas problematicas son anali-
zadas en la obra.

Respecto de la iniciativa regional
para la reforma constitucional, sefia-
lan los autores que la mayor virtuali-
dad de su admisién en nuestro orde-
namiento consiste en la consideracién
de las autonomias como parte del Es-
tado que supone.

El dltimo capitulo del libro estd de-
dicado a las «relaciones de conflicto»
entre el Estado y las ccaa. La obra
prescinde voluntariamente de un trata-
miento unitario del control del Estado
sobre las ccaa, lo cual estd en perfecta
coherencia con la visién ofrecida sobre
la posicién constitucional de las Au-
tonomias, auaque pienso que un and-
lisis global y conjunto del art. 153 cE
hubiera presentado mayor sistematici-
dad, sin contradecir la interpretacidn
«autonomista» mantenida en la obra,
al mismo tiempo que hubiera evitado
diluir los controles jurisdiccionales de
las ccaa a lo largo de todo el texto,
dando una especial sensacién de «ine-
xistencia» o desaparicién de los mis-
mos. De todas maneras, la opcién es-
cogida por los autores tiene el mérito
de ser fiel a su pensamiento, y aparece
como alternativa al corriente trato que
sobre la materia venia ofreciéndose
por la doctrina.

Respecto de los conflictos competen-
ciales, no se consideran como una de
las formas de control sobre la actividad
comunitaria, sino, acertadamente, co-
Mo «una controversia entre entes igua-
les dentro de sus competencias»
(p 456).

Los conflictos de competencias en-

tre Estado y ccaa se refieren a cues-
tiones de constitucionalidad y es com-
petente para resolverlos el Tc (tam-
bién la Jurisdiccién contencioso-admi-
nistrativa, tras la via abierta por la Ley
de 5 octubre 1981, la cual, por cierto,
no se menciona en este capitulo).

Se analiza la cuestién de la distin-
cién entre el recurso de inconstitucio-
nalidad contra leyes, y los conflictos
competenciales originados por una ley,
a la luz del art. 67, Lore, seglin el
criterio del pardmetro que debe utili-
zar el TC para la resolucién respectiva
de cada uno de los dos supuestos: blo-
que de constitucioinalidad y orden
competencial, en cada caso. Sobre este
Gltimo concepto —otden competen-
cial— el TC recientemente lo ha am-
pliado, extendiendo consiguientemente
el pardmetro utilizable para la resolu-
cién de los conflictos de competencia.

Es destacada la importancia de las
sentencias del Tc resolutorias de con-
flictos positivos por sus efectos delimi-
tadores de los respectivos 4mbitos
competenciales propios del Estado y
CCAa, interpretando el titulo viir de
la Constitucién y los Estatutos autond-
micos. Se insiste en negar —con todo
acierto— una posible configuracién de
los conflictos constitucionales como
una forma de tutela o control del Es-
tado sobre las ccaa; ella es inviable,
dada la igual posicién constitucional

“del Estado y ccaa. Sin embargo, la

LOTC ha matizado esta solucién de-
rivada directamente de la norma fun-
damental, introduciendo una cierta po-
sicién de superioridad y privilegio del
Estado, y discriminacién de las ccaa,
a través del requerimiento previo al
planteamiento del conflicto, y del ré-
gimen juridico de la suspensién de las
disposiciones o actos objeto del mis-
mo. Esta regulacién es criticada correc-
tamente en la obra. Finalmente, se co-
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mentan de forma muy clarificadora los
diversos efectos de la sentencia del Tc
en los diferentes supuestos que pueden
plantearse.

En cuanto al conflicto negativo, se
mencionan y analizan sus dos formas
existentes en la regulacién por la
Lotc: el instado por un particular, y el
requerido por el Gobierno central, que
—seguin se dice~ no otorga una facul-
tad adicional al Gobierno, ademds de
criticarse la ausencia de un procedi-
miento paralelo en manos de las ccaa,
aunque tal laguna se intenta colmar
—de forma harto dificultosa~— a tra-
vés de la apelacién al deber general de
colaboracién entre Estado v ccaa.

La interpretacién y critica del ar-
ticulo 161.2 cg, y su desarrollo por
la LoTc, se mueve en el marco general
de la posicién mayoritaria de la doc-
trina. Como un supuesto sustantivo
especifico de recurso ante el TC, tras
analizar la escasa jurisprudencia cons-
titucional sobre el mismo, se afirma:
«Parece pues que la impugnacién del
16.1.2 CE puede encontrar una natura-
leza propia congruente con nuestro
sistema autondmico, aunque probable-
mente sea de escasa utilizacién»
(p. 467). Y respecto a la configura-
cién de este precepto como cldusula
adjetiva suspensiva de las disposicio-
nes y actos de las ccaa impugnadas
ante el Tc por el Gobierno se cri-
tica severamente la incorrecta exten-
sién de sus efectos desequilibradores
del sistema de relaciones y con-
troles sobre las ccaa llevadas a cabo
por la LoTC, que atribuye al Estado
una injustificada posicién de privilegio
y superioridad.

Sobre el recurso de inconstituciona-
lidad, son criticados diversos aspectos
de su regulacién, que tienen su base en
la errénea diferenciacién que introdu-

ce la LoTC entre los recursos contra
leyes del Estado y contra leyes de las
ccAA, y la confusién que opera respec-
to de las vias del recurso y los conflic-
tos. El pardmetro de constitucionali-
dad del art. 28.1 Lorc —bloque de
constitucionalidad— es conceptuado
de forma restringida, integrado bdsi-
camente por la Constitucién y los Es-
tatutos.

El aspecto mds contestado es ¢l re-
ferente a la restringida legitimacién de
los érganos de las ccaa para impugnar
leyes del Estado, que choca frontal-
mente tanto con la naturaleza abstrac-
ta y objetiva del recurso de inconsti-
tucionalidad, como con nuestro siste-
ma autondémico. No obstante, la evo-
lucidn ultima de la jurisprudencia cons-
titucional parece paliar esa grave defi-
ciencia, ampliando considerablemente
la legitimacién comunitaria ante el
Alto Tribunal en materia de garantias
constitucionales.

El tono critico de la obra respecto
a este tema no se rebaja tras poner de
manifiesto otra grave deficiencia de la
LoTc al ignorar que las leyes autond-
micas pueden ser impugnadas por 6r-
ganos de la propia ca, reservando esa
posibilidad tinicamente a los dérganos
centrales del Estado legitimados. Esta
lamentable laguna puede traer como
consecuencia dltima una «falta de con-
trol y depuracién de las leyes autoné-
micas» {p. 470), concluyendo al res-
pecto, un tanto exagerada y despropor-
cionadamente, que «...niega en la
practica la afirmacién de que el Tc lo
es también de las ccaa» (p. 471).

Por fin, se estudia la ejecucién fe-
deral del art. 155 de la Constitucidn,
considerado como mecanismo extraor-
dinario de resolucién de conflictos en-
tre el Estado y las ccaa. En primer
lugar, los autores —para lograr una
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correcta interpretacién y comprension
de esta institucién— la ponen en rela-
cién con los demds medios de control
y resolucién de conflictos previstos
constitucionalmente. De ahi se deduce
el cardcter extraordinario o excepcio-
nal del empleo de la ejecucién estatal
forzosa, y ademds su caricter auténo-
mo respecto de aquellos otros instru-
mentos de control y resolucién de con-
flictos previstos por la Constitucién
para supuestos de naturaleza mds or-
dinaria. Seguidamente, se entra en el
andlisis propio del contenido del ar-
ticulo 155 CE: los presupuestos mate-
rial y formal, asi como el procedimien-
to a seguir, y las medidas concretas
de la ejecucién forzosa que el Gobiet-
no podria adoptar en su caso. Final-
mente, los autores admiten —aunque
no esté previsto explicitamente— la
posibilidad de recurso ante el Tc por
parte de las ccaa, via conflicto de com-
petencias, y el control por el Alto Tri-
bunal de todos los elementos juridicos
de la puesta en marcha por el Gobier-
no Central de la ejecucién federal.

La configuracién de la institucién de
la ejecucion estatal forzosa derivada
de la interpretacién contenida en la
obra sobre el art. 155 CE entronca per-
fectamente con la linea garantista y
ampliatoria de la posicién constitucio-
nal de las autonomias territoriales pre-
sente a lo largo del texto entero objeto
de recensién. Es por ello que se califi-
ca la figura como medio de resolucién
de conflictos, extraordinario, rehuyen-
do expresamente su conceptuacion co-
mo control, cuando parece clara la in-
tegracién de la institucién regulada por
el art. 155 cE en esa categoria. No
obstante, esta pequeiia objecién es de
carécter propiamente nominalista, pot-
que la global interpretacién de la eje-
cucién federal da un resultado plena-
mente satisfactorio, acorde, como se ha

dicho, con el resto de la obra. Lo que
es de gran mérito, pues estamos ante
una obra colectiva interdiscipular.

Tras comentar el contenido de la
obra en las lineas que anteceden, es
momento de realizar una ultima refle-
xi6n que sirva al mismo tiempo de va-
loracién final de la misma.

Los autores desarrollan su andlisis
del sistema juridico de las Comunida-
des Auténomas partiendo de tres cues-
tiones problemdticas bdsicas —pues-
tas de manifiesto por el profesor Eliseo
Aja en el prélogo de la obra—, y que
son:

1. La constatacién de que el desa-
rrollo del sistema autonémico ha sido
restrictivo con relacién a las previsio-
nes de la Constitucién y de los Estatu-
tos de Autonomia.

2. La configuracién burocritica y
mimética, respecto a las instituciones
centrales, de las instituciones de las
Comunidades Auténomas, lo que les
viene dificultando la adecuacién a sus
objetivos propios y funciones especi-
ficas, asi como a las necesidades de su
poblacién.

3. La necesidad de implantar un
sistema eficaz de relaciones de colabo-
racién entre las diferentes Comunida-
des Auténomas y entre ellas y el Esta-
do para abordar con segutidad el futu-
ro del desarrollo del Estado autoné-
mico.

Ese andlisis integra ¢l contenido de
la obra y constituye una nueva visién
interpretativa acerca de las institucio-
nes juridico-constitucionales que ver-
tebran el Estado compuesto espafiol,
poniendo de manifiesto sus virtualida-
des ordenadoras. Y ademds se lleva a
cabo en conexién constante con la ju-
risprudencia del Tribunal Constitucio-
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nal, destacando el fundamental papel
que respecto de la configuracién del
Estado de las Autonomias ha venido
desempefiando el supremo intérprete
de la Constitucién.

El aspecto esencial de esta obra es
su aportacién a la construccién del Es-
tado de las Autonomias. En efecto, es-
tamos ante una obra con pretensiones
de influir en el desarrollo de la ver-
tebracién y configuracién del Estado
autonémico, otorgando un mayor peso
especifico al principio de autonomia
como una de las columnas sostenedo-
ras de nuestro modelo de Estado desde
la perspectiva de la distribucién terri-
torial del poder. Ello se nos presenta
por los autores como deduccién inter-
pretativa del sistema constitucional de
las autonomias. Sin embargo, en algu-
na ocasidn a lo largo del transcurso de
Ia lectura de la obra, parece dar la leve
impresién de que esta finalidad «refor-
madora» del significado otorgado has-
ta ahora a las previsiones constitucio-
nales y estatutarias se supetpone sobre
la estricta tarea interpretadora del ju-
rista, y lleva a la adopcién de solucio-
nes o propuestas demasiado forzadas
respecto del texto constitucional. Pero
ello es simplemente ¢l riesgo que ha

de correr todo jurista comprometido
en la lucha por la construccién de un
Estado compuesto v pluralista donde
se profundice al miximo en la diver-
sidad y particularidad de todas sus co-
lectividades territoriales, articulando
al mismo tiempo un conjunto global
para su mejor funcionamiento y mayor
eficacia. Ese es justamente el significa-
do del federalismo. Y hacia esa meta
tiende un camino, de recorrido sereno
y seguro, esta obra, cuya lectura hay
que recomendar decididamente, pues
resulta obligada para quien pretenda
obtener una visién completa de nues-
tra doctrina juspublicista sobre autono-
mias territoriales y, simultdneamente,
un contraste y alternativa frente a la
interpretacién preeminente hasta hoy.

Asi pues, en esta idea contributiva,
de aportacién de una alternativa, de
una visién mds autonomista —mds leal
a la Constitucién y a los Estatutos, se-
gin los autores— al mismo tiempo
que en la constatacién de que el deba-
te doctrinal global sobre el Estado au-
tondmico ain no estd concluido, es
donde se halla la significacién esencial
de esta obra.

ANDRES Navarro MUNUERA

Sosa WAGNER, Francisco, y DE MiIGUEL GARCIA, PEDRO, Las competencias
de las Corporaciones Locales, Madrid, 1985, Instituto de Estudios de

Administracién Local, 126 ps.

La Constitucién Espafiola distribuye
el poder en tres niveles {estatal, regio-
nal y local), los cuales no constituyen
esferas separadas e independientes,
sino que integran un sistema global
més amplio. Pero sucede que la Cons-
titucién no ha perfilado con el detalle
que hubiera sido de desear el dmbito

competencial del nivel local y sus rela-
ciones con los niveles superiores. De
ahi, precisamente, la dificultad de fijar
el 4mbito de actuacién de los Entes
Locales en la doble vertiente que he-
mos sefialado: competencial y relacio-
nal, tarea que desarrollan con éxito los
profesores Sosa Wagner y Pedro de
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Miguel Garcia en el trabajo que re-
sefamos.

La obra se estructura en dos partes
claramente diferenciadas: en la prime-
ra, se lleva a término el planteamiento
de la cuestién; en la segunda, que es
la parte mds importante y ntcleo de la
obra, se realiza un anélisis de la tipo-
logia de las competencias locales en el
Derecho vigente.

La primera parte, que lleva por ti-
tulo «Planteamiento Bdsico», com-
prende dos apartados en los que
se estudian la evolucién histérica, por
un lado, y, por otro, el problema en la
actual Constitucién de la determina-
cién de las competencias locales. Se
realiza aqui un estudio breve, pero su-
ficiente, de la normativa espafiola so-
bre la materia partiendo, para ello, de
la Instruccién para el Gobierno Eco-
némico-Politico de la Provincia de 23
de junio de 1813 y sus antecedentes
en el derecho comparado, hasta llegar
a la actual Ley Reguladora de las Ba-
ses de Régimen Local de 2 de abril
de 1985 (en adelante, LRBRL) para, a
continuacion, petfilar los caracteres del
concepto de autonomia local. Parten
los autores de la obra de sefalar el dis-
tinto grado de la autonomia local y de
la comunitaria, pata, a continuacién,
subrayar, acertadamente, que en cual-
quier caso la autonomia local presenta,
al igual que la comunitaria, un doble
componente: administrativo y politico
e implica, por tanto, autogobierno y
autoadministracidn, pero que, eviden-
temente, no tiene un cardcter origina-
rio e ilimitado, por lo que no pueden
excluirse de forma absoluta las medi-
das de control, siempre que estén jus-
tificadas (interés local sobre el supra-
local y coordinacién de actuaciones).
Ahora bien, en la actualidad, la auto-
nomia local no puede considerarse co-

mo un concepto que implique asigna-
cién de un bloque de competencias,
sino que la dindmica moderna nos
muestra que raras son las materias en
que no estd presente el interés local v,
de la misma forma, raras son las que
pueden atribuirse en su integridad a
las Corporaciones Locales.

Por ello, la concrecién competencial
que implica la autonomia local se ha
hecho pivotar en la nueva Ley, sobre
el derecho de las Corporaciones Loca-
les a intervenit con la intensidad y al-
cance que permita su interés, en cual-
quiera de dichos asuntos y sobre los
medios de defensa que se les otorga
{art. 63 de la LRBRL) frente a actos y
disposiciones de las Administraciones
superiores que pudieran vulnerar su
autonomia. Lo cual, si bien no es des-
defiable, como sefialan los profesores
Sosa Wagner y Pedro de Miguel Gar-
cfa, puede no resultar suficiente, pues,
en realidad, la totalidad de la autono-
mia local queda circunscrita a una mera
capacidad de ejecucién de una legisla-
cién heterénoma, nacional o territo-
rial, aunque esto no es achacable a la
LRBRL, sino a la falta de precisién
constitucional, antes comentada.

La segunda parte, «Tipologia de las
Competencias Locales en el Derecho
vigente», constituye un esfuerzo de
concrecién de las diferentes competen-
cias que pueden asumir las Corporacio-
nes Locales. Para ello, los autores de
la obra distinguen dos grupos de com-
petencias: las competencias propias y
las delegadas, las cuales a su vez se
subdividen en otros dos grupos vy, asi,
tenemos cuatro bloques de competen-
cias diversos: competencias propias,
competencias propias sometidas a ins-
truccién, competencias transferidas o
delegadas y las competencias asignadas
o encomendadas. Tipologia que, por
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otra parte, puede resultar confusa en
la prictica.

Para el andlisis de cada uno de estos
grupos competenciales se utiliza una
adecuada estructura que consiste: pri-
mero, en un somero andlisis de los or-
denamientos alemén e italiano vy, se-
gundo, en el estudio de cada uno de
estos grupos en el Derecho espafiol.

— Competencias propias: son aque-
llas que son ejercidas por las Corpo-
raciones Locales por su propia cuen-
ta, bajo su responsabilidad, sin intro-
misiones por parte de otras Adminis-
traciones y con la participacién de una
representacién  popular democrtica-
mente elegida.

Dentro de este tipo de competen-
cias, garantizadas en el Derecho ale-
mdn por el articulo 28 c¢, la doctrina
de este pais distingue entre aquellas
que son de obligado ejercicio para los
Municipios, y aquellas otras que pue-
den ser asumidas de forma voluntaria
por los mismos. En las primeras, el le-
gislador, aun estableciendo su obligato-
riedad, deja en libertad al Municipio
para definir el ¢cémo de la prestacidn,
el cdmo de la ejecucién concreta y, ade-
mis, han de ser definidas con exactitud
por la Ley (normalmente la de un
Land). Todas las demds materias lo-
cales pueden ser asumidas de forma
voluntaria dado el principio de com-
petencia general que asiste a los Mu-
nicipios.

Por lo que hace al Derecho italiano,
la autonomia de Regiones, Provincias
y Municipios viene declarada en el
articulo 5 de la Constitucién de 1947
y se desarrolla en los articulos 118
y 128 de la misma. Ahora bien, lo cier-
to es que la realidad italiana nos mues-
tra una radical modificacién de los
principios constitucionales, como con-

secuencia del modo de actuar de las
Administraciones superiores (sobre
todo, a través de sus facultades de
coordinacién y de direccién), que ha
sido constatada por la generalidad de
la doctrina, y esto hace que no pueda
hablarse, sino con dificultad, de com-
petencias locales propias.

En el Derecho espafiol, la autono-
mia local viene reconocida también a
nivel constitucional, pero su falta de
precision plantea graves problemas.
Por otro lado, la LrRBRL sélo concreta
una pequefia parte (la relativa a los
servicios minimos preceptivos) del
dmbito competencial propio de los Mu-
nicipios y Provincias, confiando la de-
terminacién del resto al Estado y a las
Comunidades Auténomas. Este com-
plejo sistema comporta riesgos y no
s6lo los de omisién u olvido en que
puede incurrir el legislador ordinario,
sino, sobre todo, de tipo prictico, esto
es: la dificultad de su aplicacién y de
su conocimiento por parte de las auto-
ridades locales, cuestién ésta en que
los profesores Sosa Wagner y Pedro
de Miguel Garcia no inciden lo sufi-
ciente.

Finalmente, se analizan los medios
de control de las competencias locales,
tanto el de legalidad como el de opor-
tunidad en los casos en que ésta pueda
ser posible.

— Competencias propias sometidas
a instruccién: se trata de una moda-
lidad de las competencias propias ca-
racterizadas, sefialan los autores de la
obra, «por su sujecién a las instruccio-
nes dictadas por las Administraciones
superiores para que las distintas ac-
tuaciones administrativas estén coor-
dinadas», es decir, se trata de compe-
tencias que deben ser ejercidas de for-
ma obligatoria bajo las instrucciones
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que al efecto dicten las Administracio-
nes superiores. Se diferencian de las
competencias delegadas en la impor-
tancia y contenido de la instruccién,
pues, sobre éstas, el control de las Ad-
ministraciones delegantes es ilimitado,
mientras en aquéllas es més reducido.

El origen de las competencias pro-
pias sometidas a instruccién hay que
buscarlo en el Estado de Nordheim-
Westfalia y en la actualidad se ha ex-
tendido a otros Linder como Badem-
Wiirtemberg, Hesse y Schleswig-
Holstein. Por otro lado, esta modali-
dad competencial es vista como positi-
va tanto por la doctrina alemana, como
por la italiana, en donde puede resultar
una técnica oportuna para evitar la
opresiva programacién a que los «enti
locali» se encuentran sometidos por las
Regiones.

En Derecho espaiiol, tras describir
la situacién anterior a la Constitucién,
los profesores Sosa Wagner y Pedro de
Miguel Garcia sefialan como adecuada
manifestacién de este tipo competen-
cial a la téenica de la coordinacién,
dado que los medios para conseguir
ésta no pueden nunca encubrir una
relacién jerdrquica, ni llegar a impli-
car una toma de decisién por otra Ad-
ministracién. Al respecto, resultan in-
teresantes los articulos 55 a 62 de la
nueva Ley de Bases relativos a las re-
laciones interadministrativas, a los que
los autores del trabajo que exponemos
dedican unos interesantes comentarios.

— Competencias transferidas o de-
legadas: este tercer bloque «estd inte-
grado por todas aquellas competencias,
que, habiendo pertenecido originaria-
mente a las Administraciones supetio-
res, han sido transmitidas por éstas a
las Corporaciones Locales al objeto de

mejorar la eficacia de la gestién pui-
blica».

En el Derecho aleman, en virtud de
esta técnica se atribuyen determinados
asuntos a los Municipios por medio
de una ley, de forma que las compe-
tencias asi asumidas son y permanecen
competencias del ente delegante (nor-
malmente el Land, pero también el
Bund, o, incluso, el Kreis), €l cual re-
tiene su derecho a impartir instruccio-
nes hasta en las mds pequefias cues-
tiones. Es, pues, el érgano delegante
el que determina la concepcién politi-
co-general de fondo. En cuanto a los
Municipios, disponen de una cierta
discrecionalidad en el ejercicio de la
competencia, pero carecen de poder de
conformacién. Ademds, el Municipio
responde, en todo caso, de los actos
dictados en ejecucién de las competen-
cias delegadas, aunque les asiste un
derecho a repetir contra el érgano de-
legante cuando haya actuado bajo ins-
trucciones de una autoridad de control
autorizada. Por dltimo, seiialar que la
ley que delega debe prever la férmula
concreta de financiacién por el Muni-
cipio de la competencia delegada.

Por lo que se refiere al Derecho ita-
liano, al objete de hacer efectivo el
principio de descentralizacién consa-
grado en el articulo 5 de la Constitu-
cién, se ha instrumentalizado por el
legislador ordinario la figura de la de-
legacién («delega») y, en este sentido,
la Ley de 11 de mayo de 1953 auto-
rizé al Gobierno a transferir compe-
tencias estatales a los Entes Locales y,
sobre esta base, han sido promulgados
numerosos decretos. Ahora bien, Io
cierto es que la presencia de directivas
que permiten controlar el ejercicio de
las competencias transferidas en los
actos de delegacién impide conside-
rar a tales actos como una auténtica
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descentralizacidn, pues los Entes Lo-
cales sélo obtienen el ejercicio, mien-
tras que la competencia permanece en
manos estatales. Otro tanto cabe sefia-
lar, como se desprende del trabajo que
comentamos, de las leyes regionales de
delegacién, en donde, por otra parte,
puede observarse mds claramente cémo
la delegacién se transforma en una re-
lacién de jerarquia.

Por lo que hace a nuestro Derecho,
los profesores Sosa Wagner y Pedro
de Miguel Garcfa se plantean primera-
mente si las competencias transferidas
o/y delegadas son competencias idén-
ticas o de distinta naturaleza, dedu-
ciéndose de su andlisis que la cuestién
no es pacifica en nuestra doctrina. Pero
ocurre que, en la préctica, los diferen-
tes efectos de esta distincién académi-
ca (que se manifiestan, sobre todo, en
la titularidad de las competencias y en
el control de su ejetcicio) pueden que-
dar desvanecidos en el acto de volun-
tad de la Administracién superior por
el que transfiere competencias, ya que
puede determinar libremente y con
independencia de la figura empleada el
alcance, cometido, condiciones y du-
racién de la transmisién, asi como el
control que se reserve y los medios ma-
teriales, pesonales y econdmicos que
transmita. Y es por esto, senalan los
profesores Sosa Wagner y Pedro de
Miguel Garcia, por lo que la LRBRL
hace caso omiso de la transferencia de
competencias para referirse tinicamen-
te a la delegacién de las mismas. Tras
esta adecuada introduccién se extraen
de la legislacién vigente los rasgos de-
finidores de la institucién de la delega-
cién, tal y como hoy estd configurada
por las diversas normas que la contem-
plan. Esta labor es realizada en un do-
ble plano: subjetivo y objetivo, y re-
sulta de la misma que la delegacién es
un instrumento de primer orden, que

permite, por un lado, ampliar el 4mbi-
to competencial de los Entes Locales y,
por otro, posibilita que las Administra-
ciones superiores queden liberadas de
montar sus propios servicios, sin re-
nunciar al poder de direccién y con-
trol sobre la actividad delegada, hasta
el limite que permite el respeto a la
potestad de autoorganizacién de las
Entidades Locales.

-— Competencias asignadas o enco-
mendadas: «son aquellas competencias
que son asignadas a los Entes Locales
para la gestién ordinaria de los servi-
cios propios de las Administraciones
superiores, actuando aquéllas en cali-
dad de meros 6rganos de éstas y por
cuenta de las mismas».

En el Derecho alemin no es frecuen-
te esta férmula, si bien pueden encon-
trarse ejemplos en algunas competen-
cias policiales de los Alcaldes o en las
derivadas del registro del estado civil,
que también corresponden a éstos.

Algo similar ocurre en el Derecho
italiano debido, fundamentalmente, a
la inadaptacién de los Entes Locales
para realizar las tareas que les pueden
encomendar las Regiones; ello no obs-
tante, lo cierto es que el articulo 118
de la Constitucién italiana prevé, ade-
mis de la delegacién, la utilizacién de
los érganos de los Entes Locales por
parte de las Regiones (denominado In-
tituto dell’avvallersi»), si bien faltan
determinaciones legales concretas. En
la préctica, se ha optado finalmente
por incorporar en las leyes de delega-
cién determinados mecanismos que
posibiliten la utilizacién orgénica de
los Entes delegados.

Por lo que toca al Derecho espa-
fiol, los profesores Sosa Wagner y Pe-
dro de Miguel Garcia distinguen pii-
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meramente, entre las dos modalidades
de transmisién de competencias anali-
zadas en términos de lege ferenda, en
base a las siguientes consideraciones:

— en la delegacién hay voluntarie-
dad de ambas partes, en la asig-
nacién imposicién de una car-
ga a un Ente Local;

— la delegacién supone una rela-
cién convenida, mientras que la
asignacién una relacién funcio-
nal jerdrquica entre un ente su-
perior y otro inferior;

— en general, el objeto de la dele-
gacién son las competencias
compartidas o concurrentes,
mientras que en la asignacién
las competencias plenas del ente
que transfiere;

— en la delegacién hay transferen-
cia real del ejercicio de una com-
petencia, en la asignacién se
produce una simple utilizacién
pot el érgano delegante de 6r-
ganos impropios.

Sin embargo, estas diferencias, como
reconocen los autores de la obra, no
pueden ser suscritas todas ellas en tér-
minos de lege data (en particular, lo
que se refiere al cardcter voluntario de
la delegacién, pues ésta también puede
ser impuesta por la ley). En cualquier
caso, lo caracteristico de esta hgura
—concluyen los profesores Sosa Wag-
ner y Pedro de Miguel Garcia— es la
utilizacién de las estructuras adminis-
trativas inferiores a modo de Admi-
nistracién indirecta, situdndolas en po-
sicién de Srgancs sometidos al princi-
pio de jerarguia.

La tipologia de las competencias lo-
cales que hemos resefiado resulta inie-

resante, aunque quizd poco exhaustiva
en su contenido. En cualquier caso,
supone un notable esfuerzo clarificador
en una época de transicién, como la ac-
tual, hacia un régimen local basado en
el principio de autonomia, siendo ¢n
particular de agradecer, las referencias
a los ordenamientos alemdn e italiano,
pues en cuanto modelos cercanos al
nuestro, pueden sus experiencias y de-
sarrollo servirnos de gufa para cons-
truir lo que ya hoy se denomina
«Nuevo Derecho Local».

Concluye la obra con una reflexién
final cuyo sentido es el de tratar de
concretar las diferentes ideas que se
han ido exponiendo a lo largo del tra-
bajo que resefiamos y la forma de lle-
varlas a cabo. Asi, pueden citarse, en-
tre otras medidas, las siguientes: la
reasignacién de competencias entre los
diferentes niveles que prevé la Cons-
titucién, con mencidén especial de la
Provincia y del concreto papel de las
Corporaciones Publicas en la gestién
de los asuntos piblicos; la coordina-
cién de los diferentes Entes Publicos
en el ejercicio de sus competencias
(pues una tarea aislada traerfa consigo
la imposibilidad de alcanzar los obje-
tivos politicos que los Entes Publicos
persiguen); el papel cada vez mds im-
portante que deben asumir los jueces
como garantes de la autonomia local;
la necesidad de una reforma territo-
rial a nivel de Municipios, Unico me-
dio para que éstos tengan una dimen-
sién adecuada vy una mayor capacidad
de prestacidén de setvicios; la poten-
ciacién de las entidades de dmbito in-
ferior al Municipio; etc.

FérLix Navarro pE PaBLo
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ConseLL CoNsULTIU DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA, Dictdmens emesos
pel Consell consultiu de la Generalitat de Catalunya, Consell Consultiu

de la Generalitat de Catalunya, voldmenes correspondientes a los afios
1980/1982 y 1983, Barcelona, 1984 y 1985.

Poder conocer la obra de una ins-
titucién juridica es algo siempre im-
portante y util, ya que nos propor-
ciona materiales para el estudio y la
reflexién, pero poder acceder a su
consulta se convierte en algo aln
mis interesante cuando la obra a la
que tenemos acceso es la de una ins-
titucién nueva y peculiar. En este
caso serd gracias a su lectura cdmo
nos podremos ilustrar con precisién
sobre la naturaleza y caricter de la
institucién,

Se comprenderd, pues, que haya-
mos de felicitarnos por la iniciativa
del Consejo Consultivo de la Gene-
ralidad de publicar sus dictimenes y,
mids en concreto, por la reciente apa-
ricién de los dos primeros voliimenes,
que agrupan, respectivamente, los
dictdmenes que fueron emitidos du-
rante los afios 1981/1982, y 1983.
Porque sucede precisamente lo que
hemos dicho hace un momento: al
interés genérico de poder disponer
de unos dictdmenes (interés incre-
mentado ante su esperada calidad,
dado que de acuerdo con la Ley
1/1981, de 25 de febrero, de crea-
cién del Consejo Consultivo de la
Generalidad —de ahora en adelante
Lcc—, el Consejo Consultivo esta

formado por siete miembros «nom-
brados {...) entre juristas de recono-
cida competencia») se suma la expec-
tativa derivada de la circunstancia de
que el Consejo Consultivo de la Ge-
neralidad reline esas condiciones de
ser una institucién nueva y peculiar,

El articulo 41 del Estatuto de Au-
tonomia de Catalufia contempla la
creacién de una institucién nueva, ca-
rente, ademds, de precedentes, cuan-
do establece que «una ley de Cata-
lufia creatd y regulard el funciona-
miento de un organismo de cardcter
consultivo...».! Por otro lado, el
mismo articulo 41 le otorga. una con-
figuracién peculiar al determinar que
corresponderd a este organismo de
cardcter consultivo dictaminar sobre
la adecuacién al Estatuto de los pro-
yectos o proposiciones de ley some-
tidos a debate y aprobacién del Par-
lamento de Cataluiia —el dictamen
procede en relacién con el texto
aprobado por la Comisién correspon-
diente (art. 9.1 Lcc) y para solicitar-
lo es necesario la previa iniciativa de
dos Grupos parlamentarios o de una
décima parte de los Diputados o
del Consejo Ejecutivo (art. 8.1
Lcc)— y al exigir dictamen del ci-

1. Este organismo fue creado por la ya citada Ley 1/1981, de 25 de febrero (DOGC,

nim. 114), de creacién del Consejo Consultivo de la Generalidad. Los miembros del Consejo
Consultivo fueron nombrades por el Decreto 111/1981, de 6 de mayo (DOGC, nmim. 125, de
13 de mayo). Los cinco miembros designados por el Parlament eran los ilustres sefiores Fran:
cisco Ferndndez de Villavicencio Arévalo, José Antonio Gonzdlez Casanova, Robert Vergés i
Cadenet, Francesc de Carreras i Serra, y Eduard Vivancos i Comes, y los dos miembros desig-
nados por el Consello Ejecutivo eran los ilustres sefiores Lluis Roca-Sastre i Munconill, y Enric
Argullol I Murgadas. La primera sesién Plenaria del Consejo Consultive fue celebrada el dia
22 de mayo de 1981.
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tado organismo como requisito pre-
vio a la interposicién ante el Tribu-
nal Constitucional del recurso de in-
constitucionalidad por el Gobierno
o por ¢l Parlamento de Cataluiia.
Destaquemos solamente, en rela-
cién con la peculiaridad del nuevo
organismo, el hecho de que dos ins-
tituciones que integran la Generali-
dad (el Gobierno y el Parlamento)
le puedan o le tengan que pedir dic-
tamen, ya que ello lo informa como
organismo consultivo de la Generali-
dad («es el Alto Organismo Consul-
tivo de la Generalidad de Catalufia»,
de acuerdo con el articulo 1 del re-
glamento provisional de organizacién
y funcionamiento del Consejo Con-
sultivo de la Generalidad de Catalu-
fia, promulgado por el Decreto 429/
1981, de 2 de noviembre —de aho-
ra en adelante rRFcce—), y no del
Gobierno, lo que le sustrae, por tan-
to, del conjunto de &rganos tipicos
que forman parte de la denominada
Administracién consultiva.

La actividad consultiva del Con-
sejo Ejecutivo de la Generalidad no
acaba en la competencia especifica de
emitir dictdmenes en los casos que se
han senalado. Hay que recordar
—contrariamente no se entenderian
muchos dictdmenes contenidos en los
volimenes que se resefian— que el
Consejo Consultivo, de acuerdo con
lo que establece el articulo 12 rrccg,
puede también dictaminar con cardc-
ter facultativo en otros tres supues-
tos: a solicitud del Gobierno de la
Generalidad, con cardcter previo al
requerimiento en los casos de con-
flictos positivos de competencia; en
relacién con las normas generales que
dicte el Gobierno de la Generalidad
para la ejecucién de las leyes; y en
relacién con los acuerdos o convenios

a que se refieren el articulo 27, pun-
tos 1, 2 y 4 del Estatuto de Autono-
mia y la Disposicién adicional quin-
ta del mismo Estatuto.

A la luz de la funcién dictamina-
dora que le corresponde —los dic-
timenes son estrictamente técnico-
juridicos (art. 4 RFccG) y no vincu-
lantes (art. 2.2 Lcc)— y de la
competencia que ostenta, nosotros
pensamos que el Consejo Consultivo
de la Generalidad es un organismo
creado para la salvaguarda y defensa
de la autonomia catalana, y ello tanto
porque vela por la constitucionalidad
de las leyes catalanas, como porque
ayuda a fundamentar los recursos de
inconstitucionalidad que se interpo-
nen desde Cataluiia contra las leyes,
disposiciones o actos con fuerza de
ley del Estado que —de acuerdo con
la legitimacién reconocida en el ar-
ticulo 32.2 de la Ley Orgénica del
Tribunal Constitucional—  puedan

afectar al dmbito de autonomia de
Cataluna.

Recordada la funcién y expuesta
la competencia del Consejo Consul-
tivo de la Generalidad, podemos dar-
nos cuenta del valor de esta coleccién
de dictimenes que acaba de hacerse
publica. Su lectura nos lleva ante una
gran abundancia de temas, materias
o sectores, y nos introduce en una
veta interpretativa de la Constitucién
y del Estatuto de Autonomia de Ca-
taluna —la que conforma la doctrina
del Consejo Consultivo de la Gene-
ralidad— que enriquece, sin lugar a
dudas, el conocimiento que teniamos
de estos dos textos, y que no siem-
pre coincide con la doctrina del Tri-
bunal Constitucional. Y mds aiin,
como hace notar el Presidente del
Consejo Consultivo en las palabras
de presentacién que preceden al pri-
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mer volumen, su lectura nos permite
apreciar cudles han sido, o son, las
cuestiones que constituyen «la médu-
la conflictiva del Estado de las Au-
tonomias». :

Lo cierto es que ya conocfamos la
obra emitida por este singular orga-
nismo. En el Boletin Oficial del Par-
lamento de Catalufia se publican (y,
por tanto, se han publicado) los dic-
tamenes solicitados por la Mesa del
Parlamento y de ellos da noticia esta
Revista, pero, como hemos visto,
éstos no son todos los que necesa-
riamente emite el Consejo Consulti-
vo de la Generalidad, sino que son
una minima parte. El simple repaso
del indice cronolégico-temético de los
dos volimenes lo pone de manifiesto:
Anos 1981-82: 28 dictdmenes soli-
citados por el Gobierno de la Gene-
ralidad; 7 dictdmenes solicitados por
la Mesa del Parlamento de Catalufia;
y el dictamen solicitado a la vez por
el Gobierno y la Mesa del Parla-
mento. Afio 1983: 14 dictdmenes so-
licitados por el Gobierno de la Gene-
ralidad; y 3 dictdmenes solicitados
por la Mesa del Parlamento de Cata-
lufia.

Conviene destacar, asimismo, que
al disponer de los dictdimenes pode-
mos valorar el grado de imparciali-
dad y neutralidad que ha presidido
la actuacién del Consejo Consultivo.
En este sentido hay que decir que
las péginas de los dos voltimenes re-
zuman una manifiesta independencia
que es precisamente lo que ha dado
autoridad a sus opiniones.?

El articulo 56 del recce dispone
que el Consejo Consultivo de la Ge-
neralidad podrd publicar la doctrina
emanada de sus dictdmenes «una vez
los haya hecho publicos el organismo
consultante, o éste de su conformi-
dad». Este articulo, y la 16gica caute-
la para no influir en las decisiones
del Tribunal Constitucional explican
que los volimenes no apareciesen in-
mediatamente después de la emisién
de los dictdmenes. Aunque esto ha re-
tardado la aparicién de los volime-
nes —véase el Depdsito legal en el
reverso de la portada—, hay que ha-
cer notar en esta presentacién la di-
ligencia con que el Consejo Consul-
tivo de la Generalidad ha editado sus
dictdmenes, sobre todo si tenemos
en cuenta que la celeridad en publi-
car su obra es un hecho poco habi-
tual entre la mayoria de institucio-
nes y organismos colegiados.

2, La Ley 1/1981, de 25 de febrero, prevé una serie de medidas encaminadas a garan-
tizor ln independencia del Consejo Consultivo de 1a Generalidad. Entre estas medidas podemos
citar la forma de eleccidn .de los miembros, 1as incompacibilidades con a condicién de miem-
bro, v la autonomia orgdnica y funcionm reconocida en favor del organismo. Una descripcién
de estas técnicas puede consultarse en la comunicacién de Francesc de Carreras, El Consejo
Consultivo de la Generalidad de Catalufia, en el volumen colectivo, Los procesos de formacidn
de las Comunidades Autdnomas. Aspectos juridicas v perspectivas politicas, vol. 11, Granada,

1984,
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Decia el Presidente de la Genera- nién publica catalana» > No hay duda
lidad, al celebrarse el primer aniver- de que la consulta y lectura de este
sario del Consejo Consutlvo, que volumen reforzari este sentimiento.
este organismo se habia ganado «la
estima de la clase politica y de la opi- ANTONI MiILIAN Massana

3. Paraules del President de la Generalitat, Gener-desembre 1982, Generaldad de Catatu-
fia, Departamento de la Presidencia, Barcelona, 1984, p. 169. Esta estima puede explicar en
buena parte que en las dos renovaciones de miembros del Consejo Consultivo —renovaciones
que han afectado, de conformidad con el articulo 3 y la Disposicién transitoria segunda de la
Ley 1/1981, de 25 de febrero, a la totalidad de los miembros iniciales— se hayan designado
de nuevo como consejeros los que debian cesar {véanse los Decretos 214/1983, de 1 de junio,
y 146/1985, de 6 de junio). Esta fecha es especialmente relevante para la segunda renovacién,
ya que en ella la designacidn tuvo lugar en una legislatura diferente de aquella que habia nom-
brado a los miembros iniciales.





